amparo en revisión 1725/2004.

quejosA: **********
amparo en revisión 1725/2004.


PONENTE: MINISTRO SERGIO A. VALLS HERNÁNDEZ.

SECRETARIO: ANTONIO ESPINOSA RANGEL.

SÍNTESIS:
AUTORIDAD RESPONSABLE:

1) El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos.

2) La Cámara de Senadores del Congreso de la Unión.

3) El C. Secretario de Relaciones Exteriores.

4) El Secretario de Economía. 


5) El Director del Diario Oficial de la Federación dependiente de la Secretaría de Gobernación.

 6) El Delegado Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur.

7) El Delegado Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

8) El Delegado Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California.

9) El Jefe de Servicios Administrativos de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

 10) El Jefe de Abastecimientos de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

 11) El Titular de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California. 

 12) El Jefe de Adquisiciones de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur.

 13) El Coordinador de Atención Médica de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

ACTO RECLAMADO: 
Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, la Decisión del Consejo Conjunto de dicho Acuerdo; y la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, suscrito el día veintitrés de junio de dos mil, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio de dos mil.
SENTIDO DEL FALLO RECURRIDO:

 El Juez de Distrito amparó.

RECURRENTES: 
1. Secretario de Economía por sí y en representación del Presidente de la República

2. Francisco Javier Bermudez Almada, en su carácter de Titular de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur y Jerónimo Ahumada Navarro, en su carácter de Jefe de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social, en Baja California Sur.
CONSIDERACIONES DEL

TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO: 

Se deja a salvo la jurisdicción de este Alto Tribunal para conocer de los recurso de revisión.

EL PROYECTO CONSULTA:

EN LAS CONSIDERACIONES:
Procede declara por una parte fundados los agravios que exponen las recurrentes y  en la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, procede revocar la sentencia recurrida.

Los agravios identificados con los incisos c), d) y f), devienen inoperantes, toda vez que no combaten las consideraciones torales de la sentencia pronunciada por el juez de Distrito, al ser simples afirmaciones que no conllevan argumento alguno al ser ajenas al tema de Constitucionalidad planteado.

PUNTOS RESOLUTIVOS:
PRIMERO.- En la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la nación, Se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO.- La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, respecto a las autoridades responsables, por las razones expuestas en el considerando quinto de la presente resolución.

TESIS DE JURISPRUDENCIA QUE SE CITAN EN EL PROYECTO:

"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS “AGRAVIOS DE LEGALIDAD SON INOPERANTES”.  
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PONENTE: mINISTRO SERGIO A. VALLS HERNÁNDEZ.
SECRETARIO: ANTONIO ESPINOSA RANGEL.

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día diecisiete de agosto de dos mil cinco.
V I S T O S, y;

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Por escrito presentado el cuatro de junio del dos mil tres, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, **********, en representación de **********, demandó el amparo y la protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos siguientes: 
AUTORIDADES RESPONSABLES:
1) El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos.

2) La Cámara de Senadores del Congreso de la Unión.

3) El C. Secretario de Relaciones Exteriores.

4) El Secretario de Economía. 


5) El Director del Diario Oficial de la Federación dependiente de la Secretaría de Gobernación.

 6) El Delegado Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur.

7) El Delegado Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

8) El Delegado Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California.

9) El Jefe de Servicios Administrativos de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

 10) El Jefe de Abastecimientos de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

 11) El Titular de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California. 

 12) El Jefe de Adquisiciones de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur.

 13) El Coordinador de Atención Médica de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa.

ACTOS RECLAMADOS:

A) Del Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, reclama en este juicio de amparo los actos siguientes:

i.- La celebración del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos por una parte y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, suscrito el día ocho de diciembre de mil novecientos noventa y siete; la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, suscrita los días veintitrés y veinticuatro de febrero de dos mil; el artículo 25 de la Decisión Número 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones Relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte y la Comunidad Europea, por otra, suscrita los días veintitrés y veinticuatro de febrero de dos mil, de manera muy especial en relación con el anexo XI: Notas Generales, Parte A-Notas generales y excepciones aplicables a la oferta de México establecida en los anexos VI al X, Sección 1-Disposiciones Transitorias, párrafo 6, Productos Farmacéuticos.

ii.- La promulgación del Decreto Promulgatorio del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, la Decisión del Consejo Conjunto de dicho Acuerdo; y la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, suscrito el día veintitrés de junio de dos mil, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio de dos mil.

B) De la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mi representada reclama en este juicio de amparo la aprobación del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, que realizó el día veinte de marzo de dos mil, cuyo decreto fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día seis de junio de dos mil.

C) Del Secretario de Relaciones Exteriores, mi representada reclama en este juicio de amparo, el refrendo del Decreto Promulgatorio del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, la Decisión del Consejo Conjunto de dicho Acuerdo; y la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, suscrito el día veintitrés de junio de dos mil, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio de dos mil.

D) Del hoy Secretario de Economía, mi representada reclama en este juicio de amparo, el refrendo del Decreto Promulgatorio del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, la Decisión del Consejo Conjunto de dicho Acuerdo; y la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, suscrito el día veintitrés de junio de dos mil, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio de dos mil.

E) Del Director del Diario Oficial de la Federación dependiente de la Secretaría de Gobernación, mi representada reclama en este juicio de amparo, la publicación en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio de dos mil, del Decreto Promulgatorio del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, la Decisión del Consejo Conjunto de dicho Acuerdo; y la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, suscrito el día veintitrés de junio de dos mil.

F) De los Delegados Estatales del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur, Sinaloa, y Baja California, mi representada reclama el acto consistente en la emisión del dictamen técnico en la licitación pública internacional número 00641123-011-03, para la adquisición de medicamentos genéricos con etiquetado comercial con clave del Sector Salud, con sello o sobreimpresión, claves sustantivas y claves 5000, lácteos, psicotrópicos y estupefacientes, grupos de suministro 010, 030 y 040, en donde desecha su propuesta técnica por virtud de que los productos ofertados (que comercializa la quejosa), son de países de origen considerados dentro del TLC México-Unión Europea, mismo que contempla un período de gracia para medicamentos no patentados que concluye el primero de enero de dos mil nueve, por lo que incumple con la convocatoria y en la presentación de las bases de la licitación, de conformidad con el artículo 28, fracción II, inciso a) de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Salud.

G) De los Jefe de Servicios Administrativos, Jefe de Abastecimientos y Coordinador de Atención Médica de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa; del C. Titular de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California; y del C. Jefe de Adquisiciones de la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur, mi representada reclama en este juicio de amparo los actos siguientes:

i.- La emisión del dictamen técnico emitido en la licitación pública internacional número 00641123-011-03, para la adquisición de medicamentos genéricos con etiquetado comercial con clave del sector salud, con sello o sobreimpresión, claves sustantivas y claves 5000, lácteos, psicotrópicos y estupefacientes, grupos de suministro 010, 030 y 040, en donde desecha la propuesta técnica de mi mandante por virtud de que los productos ofertados (que comercializa mi representada) son de países de origen considerados dentro del TLC México-Unión Europea, mismo que contempla un período de gracia para medicamentos no patentados que concluye el primero de enero de dos mil nueve, por lo que incumple con la convocatoria y en la presentación de las bases de la licitación, de conformidad con el artículo 28, fracción II, inciso a), de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

ii.- La notificación a mi mandante el día catorce de mayo de dos mil tres, del dictamen técnico mencionado en el punto i) anterior, que tuvo lugar en el evento de Comunicación del resultado técnico de las proposiciones técnicas y apertura de proposiciones económicas de la licitación pública internacional número 00641123-011-03.

iii.- La apertura el día catorce de mayo de dos mil tres, en el evento de Comunicación del resultado técnico de las proposiciones técnicas y apertura de proposiciones económicas de la licitación pública internacional número 00641123-011-03, de las propuestas económicas de aquellos licitantes cuyas proposiciones técnicas no fueron desechadas, sin haber abierto la propuesta técnica de mi representada, y la continuación del procedimiento de licitación correspondiente.

SEGUNDO.- La quejosa señaló como garantías individuales violadas, las contenidas en los artículos 14, 16 Y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y expuso los conceptos de violación que estimó procedentes.
TERCERO.- Mediante proveído de fecha seis de junio de dos mil tres, el Juez cuarto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal registró la demanda de amparo bajo el número de expediente 1006/2003, requiriendo a la quejosa para que en el término de tres días aclarara a que Delegado Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social le atribuía el acto reclamado.

El requerimiento mencionado fue desahogado en tiempo por la quejosa argumentando en esencia lo siguiente:

“Que el día 14 de mayo de 2003, en la ciudad de "Culiacán, Sinaloa, tuvo lugar el evento de "comunicación del resultado técnico de las "proposiciones técnicas y apertura de "proposiciones económicas de la licitación pública "internacional número 00641123-011-03, en donde "se comunicó a los participantes el dictamen "técnico señalado por mi representada como acto "reclamado en el presente juicio de amparo”  

En virtud de lo anterior, el Juez del conocimiento mediante acuerdo de fecha dieciocho de junio de dos mil tres se declaró incompetente para conocer de la demanda de amparo y ordenó su remisión al Juzgado de Distrito en turno en el Estado de Sinaloa, con residencia en la ciudad de Culiacán.

Por acuerdo de fecha dos de julio de dos mil tres, el Juez Cuarto de Distrito en el Estado de Sinaloa declaró admitida la competencia planteada y desechó la demanda de garantías por estimarla notoriamente improcedente, ya que la quejosa pudo haber obtenido la anulación del acto reclamado conforme al artículo 69 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, esto es, debió agotar el medio de defensa que establece la ley ordinaria aplicable al acto.

Inconforme con el proveído anterior, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, del cual toco conocer por razón de turno al Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, mismo que mediante sesión plenaria de fecha veinte de octubre de dos mil tres, resolvió revocar el auto impugnado a fin que el Juez de Distrito proveyera sobre la demanda de garantías.
En virtud de lo anterior, mediante acuerdo de fecha treinta y uno de octubre de dos mil tres, el Juez Cuarto de Distrito en el Estado de Sinaloa, admitió la demanda de amparo.

Con fecha veintiséis de enero de dos mil cuatro, tuvo verificativo la audiencia constitucional en la que se dictó sentencia misma que se termino de engrosar el día trece de abril del mismo año y la cual concluyó con el siguiente punto resolutivo:

"ÚNICO.- La justicia de la Unión ampara y protege a "**********, respecto a los actos reclamados a las "autoridades responsables, conforme a las "consideraciones expuestas en el considerando "cuarto de la presente resolución”.

Inconformes con la anterior resolución, las autoridades responsables Delegado, Coordinador de Abastecimiento y Equipamiento, Coordinador Delegacional de Atención Médica y Jefe Delegacional de Servicios Administrativos del Instituto Mexicano del Seguro Social en Sinaloa, Delegado del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California, así como el Secretario de Economía por sí y en representación del Presidente de la república, interpusieron recursos de revisión.
Mediante acuerdo de fecha catorce de mayo de dos mil cuatro, el Juez Cuarto de Distrito en Culiacán, Sinaloa, y previo el desahogo de los requerimientos formulados a los recurrentes, ordenó remitir el expediente al Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito en turno con residencia en Mazatlán, Sinaloa, para la substanciación de los recursos de revisión.
CUARTO.- Con relación al recurso de revisión interpuesto por el Secretario de Economía, correspondió conocer al Cuarto Tribunal Colegiado del mismo Circuito, mismo que mediante resolución de fecha once de junio de dos mil cuatro aceptó la competencia administrativa declinada por el Tercer Tribunal Colegiado y se avocó al conocimiento del recurso de revisión interpuesto.
Así, mediante acuerdo de fecha dieciséis de junio del año dos mil cuatro, el tribunal a quo admitió el recurso de revisión que interpuso Fernando de Jesús Canales Clariod en su carácter de Secretario de Economía actuando por sí y en representación del Presidente de la República, en contra de la sentencia pronunciada el trece de abril del año dos mil cuatro, por el Juez cuarto de Distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en Culiacán, en el juicio de amparo número 368/2003-III. 
De igual forma, en el mismo proveído el Tribunal del conocimiento observó que el Titular de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur, Jefe de Oficina de Adquisiciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur, Titular de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California y Jefe de la Oficina de Adquisiciones en funciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California, respectivamente, promovieron diversos recursos de revisión contra la resolución dictada el trece de abril del año dos mi cuatro; en consecuencia, requirió al Juzgado Cuarto de Distrito con sede en Culiacán, Sinaloa, para que en el supuesto de que dichas autoridades hayan cumplido con el requerimiento que les hizo, enviara a la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados con sede en Mazatlán, Sinaloa, los mencionados recursos de revisión.
Por otro lado, mediante acuerdo de fecha veintinueve de junio de dos mil cuatro, el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito en Mazatlán, Sinaloa, admitió el recurso de revisión que interpuso Francisco Javier Bermúdez Almada y Jerónimo Ahumada Navarro, en su carácter de Titular y Jefe de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur, respectivamente, en contra de la sentencia pronunciada el trece de abril del año dos mil cuatro, por el Juez Cuarto de Distrito en el estado de Sinaloa, con residencia en Culiacán, en el juicio de amparo número 368/2003-III.

Por lo que respecta al recurso de revisión interpuesto por José Fortunato Álvarez Enriquez y Ana Luisa Duarte Paez, en su carácter de Delegado Regional y Jefe de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California, el mismo lo consideró extemporáneo y lo desechó.

Con fecha veintidós de octubre del año dos mil cuatro, el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, dictó sentencia la cual concluyó con los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO.- Este Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito es legalmente incompetente para resolver sobre la constitucionalidad del Anexo XI, Parte A, Sección 1, Disposiciones Transitorias, punto seis, Título Productos Farmacéuticos, relativo al artículo 25, de la Decisión 2/2002, del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio del año dos mil. --- SEGUNDO.- Se deja a salvo la jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver sobre la constitucionalidad del Anexo XI, Parte A, Sección 1, Disposiciones Transitorias, punto seis, Título Productos Farmacéuticos, relativo al artículo 25, de la Decisión 2/2002, del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio del año dos mil, reclamado en el amparo indirecto en revisión. --- TERCERO.- Remítanse los autos del juicio de amparo número 368/2003-III, del índice del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en Culiacán, así como el toca en revisión número 272/2004, del registro de este Tribunal Colegiado, a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para los efectos legales previstos en los artículos 107, fracción VIII, inciso a) Constitucional; 84, fracción I, inciso a), de la Ley orgánica del Poder Judicial de la Federación; y punto Undécimo, fracción III, del Acuerdo General 5/2001, emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.

El citado Tribunal ad quem emitió resolución con fecha diecinueve de noviembre de dos mil cuatro a través de la cual por lo que se refiere al recurso de revisión que interpuso Francisco Javier Bermúdez Almada y Jerónimo Ahumada Navarro, en su carácter de Titular y Jefe de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur, respectivamente remite los autos a este Alto Tribunal para resolver sobre la constitucionalidad del Anexo XI, Parte A, Sección 1, Disposiciones Transitorias, punto seis, Título Productos Farmacéuticos, relativo al artículo 25, de la Decisión 2/2002, del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día veintiséis de junio del año dos mil.
En virtud de lo anterior, por auto de fecha diez de diciembre de dos mil cuatro, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación asumió su competencia originaria para conocer del recurso de revisión que hizo valer el Secretario de Economía por sí y en representación del Presidente de la República, y por el Titular y Jefe de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur.
El Agente del Ministerio Público de la Federación, de la adscripción no formuló pedimento.

Previo dictamen del Ministro ponente, el presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdo de cinco de julio de dos mil cinco, dispuso que se remitieran los autos a la Primera Sala, en donde su Presidenta por diverso proveído del día ocho siguiente, los radicó y ordenó que se devolvieran al Ministro Sergio Armando Valls Hernández.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el punto Cuarto del Acuerdo 5/2001, emitido por el Tribunal Pleno en fecha veintiuno de junio de dos mil uno, en virtud de que fue interpuesto en contra de una sentencia dictada en la audiencia constitucional de un juicio de garantías en el que se reclamó la inconstitucionalidad de preceptos de Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y no obstante que subsiste en esta instancia la cuestión de constitucionalidad planteada, no es el caso de que sea del conocimiento del Tribunal Pleno.
SEGUNDO.- En los recursos de revisión que se estudian en forma conjunta, no se entra al estudio de la temporalidad en virtud de que el Tribunal Colegiado a quo ya realizó el cómputo respectivo, determinando que los mismos fueron interpuestos en tiempo.

TERCERO.- En principio, a fin de dar respuesta a los agravios hechos valer por las autoridades recurrentes, conviene destacar los antecedentes del caso que se desprenden de las constancias de autos y son los siguientes:

Mediante escrito presentado el cuatro de junio de dos mil tres, **********, en su carácter de apoderado legal de **********., acudió en demanda del amparo solicitando la protección de la Justicia Federal, en contra del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra.
Mediante resolución que se termino de engrosar con fecha trece de abril de dos mil cuatro, el Juez Cuarto de Distrito del conocimiento, amparó a la quejosa respecto a los actos reclamados a las autoridades responsables. 
Las consideraciones de la sentencia antes referida para conceder el amparo a la quejosa, con relación a la inconstitucionalidad que se estudia, fueron las siguientes:
“Son fundados y suficientes para otorgar el amparo y protección de la Justicia Federal, los conceptos de violación expresados por la parte quejosa. --- En principio, debe recordarse que la quejosa reclama el Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea y sus estados miembros, por otra, suscrito el 8 de diciembre de 1997, la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea y sus estados miembros, por otra, suscrita los días 23 y 24 de febrero de 2000; y la Decisión No. 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y cuestiones relacionadas con el comercio, entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea, por otra, suscrita los días 23 y 24 de febrero de 2000, de manera muy especial en relación con el Anexo XI: Notas Generales, Parte A-Notas generales y excepciones aplicables a la oferta de México establecida en los anexos VI al X, Sección 1-Disposiciones Transitorias, punto 6 Productos Farmacéuticos, por violar lo dispuesto por el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. --- El citado artículo 134 establece lo siguiente: (se transcribe). --- La parte quejosa menciona como concepto de violación, que el Anexo XI: Notas Generales, Parte A Notas Generales y Excepciones aplicables a la oferta de México, establecida en los Anexos VI al X, Sección 1-Disposiciones Transitorias, punto 6, Productos Farmacéuticos, de la Decisión número 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte y la Comunidad Europea, por otra, viola lo dispuesto por el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al excluirla de la Licitación Pública 00641123-011-03, porque lo establecido en el Anexo XI va más allá de lo que el artículo 134 en comento dispone con respecto a las licitaciones públicas, dado que dicho artículo constitucional no establece prohibiciones en relación con las personas que pueden participar en las mismas, dado que al contrario, prevé que cualquier persona puede participar libremente en las licitaciones públicas y únicamente exige que el ganador asegure al estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. --- Efectivamente, resulta fundado el anterior concepto de violación expresado por la empresa quejosa dado que el artículo 134 antes transcrito no prevé prohibiciones en cuanto a las personas que puedan participar en las licitaciones públicas, sino en cambio dicho artículo hace una apertura para que cualquier persona pueda participar libremente en las licitaciones que realice el Estado, puesto que el precepto constitucional reproducido consagra algunas pautas para el manejo de los recursos públicos, estableciendo los principios que lo deben guiar de eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. --- Respecto a la contratación, el precepto establece la regla general de que las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que se realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas mediante convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes y establece como excepción de que cuando las licitaciones no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que también aseguren las mejores condiciones para el Estado. --- El texto del precepto en análisis sólo ha sido modificado una vez, a través de la enmienda promulgada el veintisiete de diciembre de mil novecientos ochenta y dos y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día siguiente. El texto original del numeral constitucional en estudio establecía: Todos los contratos que el gobierno tenga que celebrar para la ejecución de obras públicas, serán adjudicados en subasta, mediante convocatoria, y para que se presenten proposiciones en sobre cerrado, que será abierto en junta pública. --- De la transcripción efectuada anteriormente se desprende que desde la redacción original del artículo 134 del Código Supremo se contemplaban las disposiciones respecto a la forma en la que el Estado debía contratar, esto es a través de licitaciones públicas. El debate que suscitó este precepto dentro del Constituyente fue el siguiente: --- Ciudadanos diputados: --- Al título de la Constitución que contiene las prevenciones generales, la Comisión ha creído conveniente agregar un artículo que tiene por objeto asegurar los concursos de todos los trabajos públicos, para obtener así, para el servicio de la Nación, las mejores utilidades posibles, evitando los fraudes y los favoritismos, bien conocidos del antiguo régimen. --- El artículo que se agrega, por ser el último de las prevenciones generales, llevará el número 131; pero como puede haber modificaciones en la numeración, la Comisión de estilo lo coloque en el lugar que le corresponde en la serie. --- La Comisión se permite proponerlo en los siguientes términos a la aprobación de esta Honorable Asamblea: --- “Artículo 131. Todos los contratos que el gobierno tuviere que celebrar para la ejecución de las obras públicas serán adjudicadas en subasta pública, mediante convocatoria, y para que se presenten proposiciones en sobre cerrado, que será abierto en junta pública”. --- Sala de Comisiones. Querétaro de Arteaga, 25 de enero de 1917. Paulino Machorro Narváez. Heriberto Jara. Arturo Méndez. Hilario Medina.” --- Este dictamen suscitó en la 64ª. sesión ordinaria, celebrada el 27 de enero de 1917, el siguiente debate: --- El C. Ibarra: Puede presentarse el caso de que en una convocatoria no hubiera personas que hicieran proposiciones para llevar a cabo la obra, o que ninguna de dichas proposiciones fuera aceptada, y como dice el artículo que sólo se llevará a cabo por convocatoria, en este caso no se podría cumplir con tal disposición; por consiguiente, creo que debe hacerse una modificación, diciendo que se abra una convocatoria, y en el caso de que no se presente una persona que llene los requisitos, se lleve a cabo la obra por administración. --- El C. Machorro Narváez, miembro de la Comisión: El señor Diputado Ibarra supone el caso de que no haya postores; pero una de dos: o el contrato se lleva a cabo con un contratista cualquiera o no se lleva a cabo. En el segundo caso le queda al gobierno el medio de mejorar las bases del contrato para que haya postores, y de esta manera indudablemente se llevará a cabo la obra. --- El C. secretario: ¿Se considera suficientemente discutido? Los que estén por la afirmativa sírvanse ponerse de pie. Se reserva para su votación.  --- En esta misma sesión, el artículo fue aprobado por unanimidad de 168 votos y corresponde al artículo 134 de la Constitución. --- Así, el Constituyente tuvo la preocupación de llevar al más alto nivel normativo los principios de la actuación de los servidores públicos y, en general, del Estado al contratar, estableciendo que se debería llevar a cabo por medio de subastas públicas. En el dictamen de la Comisión de Constitución se destaca que la teleología del precepto es la de evitar los fraudes y favoritismos del antiguo régimen para así garantizar al Gobierno al contratar, las mejores condiciones posibles. --- A su vez, la reforma constitucional de mil novecientos ochenta y dos no sólo ratificó las normas del Constituyente, sino que amplió su alcance al establecer con mayor claridad los principios y la forma de actuar de los servidores públicos, del Gobierno Federal y del Distrito Federal al contratar. La Exposición de Motivos de la reforma en comento sostiene en las partes conducentes lo siguiente: --- CC. Secretarios de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. Presentes: --- La libertad individual para pensar y hacer es cuestión de cada quien. No corresponde al Estado tutelar la moralidad personal que la inspira. Pero el Estado tiene la obligación ineludible de prevenir y sancionar la inmoralidad social, la corrupción. Ella afecta los derechos de otros, de la sociedad, y los intereses nacionales. Y en el México de nuestros días, nuestro pueblo exige con urgencia una renovación moral de la sociedad que ataque de raíz los daños de la corrupción en el bienestar de su convivencia social. --- Es esencia de nuestra democracia federal el que las leyes y el gobierno que se da el pueblo atiendan su demanda nacional. Obliga a actuar de inmediato no sólo a los Poderes constituidos en sus respectivos ámbitos de competencia, sino antes que nada al Poder constituyente de nuestro Pacto federal. --- Para prevenir y sancionar con efectividad la corrupción no bastan leyes idóneas. Además, son necesarios una voluntad política firme y una administración eficaz. --- Es una realidad la voluntad política inconmovible del pueblo de México y del gobierno que se ha dado por erradicar lo que corrompe los fundamentos de su convivencia social. La administración eficaz de esa voluntad se construirá rápidamente, aunque limitada por el tiempo necesario para llenar los vacíos existentes. Pero si las leyes e instituciones que se da el pueblo no reflejan esa voluntad política, y no abren el camino para esa eficacia administrativa, la voluntad será derrotada y el camino estará cerrado. --- Las leyes vigentes han sido desbordadas por la realidad y ya no ofrecen base sólidas para prevenir y sancionar la corrupción que la conciencia nacional exige erradicar. Si la renovación moral de la sociedad que ordena el pueblo de México ha de cumplirse, hay que empezar renovando las leyes e instituciones que tutelan la realización de nuestros valores nacionales. --- Esta iniciativa de reforma y adiciones a nuestra Constitución Política, conjuntamente con las leyes secundarias consecuentes que estamos sometiéndolo al H. Congreso de la Unión, es el primer paso para que la renovación moral se haga gobierno y la sociedad pueda apoyarse en él, a fin de que la corrupción no derrote sus derechos.” ---  “Artículo 134. La iniciativa propone el establecimiento de los principios de eficacia y honradez en el manejo de los recursos públicos, así como ampliar el principio de licitación pública abierta para asegurar al Estado las mejores condiciones en sus adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones, prestación de servicios y contratación de obra. --- También prevé los casos en que el principio de licitación puede ser ineficaz para asegurar las mejores condiciones en el manejo de los recursos del pueblo. La determinación de esos casos no se deja a una discrecionalidad administrativa irrestricta, impidiendo así que los principios de eficiencia y eficacia en el manejo de los recursos económicos públicos degeneren en una arbitrariedad conducente a la corrupción. Se propone establecer, a nivel legislativo, las bases para acreditar aquellos casos en que la licitación no garantice las mejores condiciones económicas para el Estado.  --- Así pues, en la iniciativa presidencial se expone, como idea fundamental de la reforma, la de combatir la corrupción gubernamental, trasparentando el manejo de los recursos públicos a través de normas que fijen claramente la vía a través de la cual el Gobierno Federal y el del Distrito Federal deberán contratar. Es propósito de la reforma constitucional el de brindar nuevas instituciones que permitan lograr lo que se denominó la renovación moral de la sociedad. Específicamente se señala en la Exposición de Motivos que se pretende ampliar el principio de licitación pública abierta y, disponer que a través de la ley se fijen los casos en que este procedimiento no sea eficaz para lograr las mejores condiciones en la optimización de los recursos públicos. --- En ese tenor, se debe precisar que  el artículo 25 de la Decisión número 2/2000 a la letra dice:

“ARTÍCULO 25- COBERTURA.

(…)

2.  El párrafo 1 está sujeto a las disposiciones del anexo XI.

(…)

Asimismo, los anexos VI al XI de la Decisión 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte y la Comunidad Europea, por otra, relativa al Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus estados miembros, establecen lo siguiente:

Anexo XI: Notas Generales (referido en el artículo 25)

Parte A - Notas generales y excepciones aplicables a la oferta de México establecida en los anexos VI al X

Sección 1 - Disposiciones Transitorias

No obstante cualquier disposición de este título, los anexos VI al X están sujetos a las siguientes disposiciones transitorias: 

Productos Farmacéuticos.

6. 
Este título no aplicará hasta el 1 de enero del octavo año a partir de la entrada en vigor de este título, a las compras de medicamentos efectuadas por la Secretaría de Salud, el IMSS, el ISSSTE, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina que no estén actualmente patentados en México o cuyas patentes mexicanas hayan expirado. Nada en este párrafo menoscabará la protección de los derechos de propiedad intelectual. --- Por su parte, el Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea y sus estados miembros, por otra, a la letra dice: --- ‘ACUERDO INTERINO SOBRE COMERCIO Y CUESTIONES RELACIONADAS CON EL COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, POR UNA PARTE, Y LA COMUNIDAD EUROPEA, POR OTRA’. --- LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, en lo sucesivo denominados ‘México’, por una parte, y LA COMUNIDAD EUROPEA, en lo sucesivo denominada ‘la Comunidad’, por otra, CONSIDERANDO que el Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre México, por una parte, y la Comunidad y sus Estados miembros, por otra, en lo sucesivo denominado "Acuerdo Global", se firmó en Bruselas el 8 de diciembre de 1997; CONSIDERANDO que el Acuerdo Global tiene como finalidad fortalecer y ampliar las relaciones entre México y la Comunidad y sus Estados miembros establecidas por el actual Acuerdo Marco de Cooperación de 1991;CONSIDERANDO el interés mutuo que tienen las Partes en aplicar lo antes posible, mediante un Acuerdo Interino, las disposiciones del Acuerdo Global sobre comercio y cuestiones relacionadas con el comercio; HAN DECIDIDO celebrar el presente Acuerdo y han designado con tal fin como plenipotenciarios: LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS: al señor Herminio BLANCO, Ministro de Comercio e Industria, LA COMUNIDAD EUROPEA: al señor Jacques F. POOS, Viceprimer Ministro, Ministro de Asuntos Exteriores, de Comercio Exterior y de Cooperación de Luxemburgo, Presidente en ejercicio del Consejo de la Unión Europea, al señor Manuel MARÍN, Vicepresidente de la Comisión de las Comunidades Europeas, QUIENES, después de haber intercambiado sus plenos poderes, reconocidos en buena y debida forma, HAN CONVENIDO EN LO SIGUIENTE:

TÍTULO I

PRINCIPIOS GENERALES

ARTÍCULO 1 (AG 1)

Fundamento del Acuerdo

El respeto a los principios democráticos y a los derechos humanos fundamentales, tal como se enuncian en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, inspira las políticas internas e internacionales de las Partes y constituye un elemento esencial del presente Acuerdo.

TÍTULO II

LIBERALIZACIÓN DEL COMERCIO

ARTÍCULO 2

Objetivo

El objetivo del presente Título es establecer un marco para fomentar el desarrollo de los intercambios de bienes, incluyendo una liberalización bilateral y preferencial, progresiva y recíproca del comercio de bienes que tenga en cuenta la sensibilidad de determinados productos y de conformidad con las normas pertinentes de la Organización Mundial del Comercio (OMC).

ARTÍCULO 3 (AG 5)

Comercio de bienes

Con el fin de conseguir el objetivo establecido en el artículo 2, el Consejo Conjunto creado por el artículo 7 del presente Acuerdo decidirá las medidas y el calendario para la liberalización bilateral, progresiva y recíproca de las barreras arancelarias y no arancelarias al comercio de bienes, de conformidad con las normas pertinentes de la OMC, en particular el artículo XXIV del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) y teniendo en cuenta la sensibilidad de determinados productos. En la decisión se incluirán, en particular, los siguientes asuntos:

a) cobertura y períodos transitorios;

b) derechos de aduana sobre importaciones y exportaciones y gravámenes de efecto equivalente;

c) restricciones cuantitativas a las importaciones y exportaciones y medidas de efecto equivalente;

d) trato nacional incluyendo la prohibición de la discriminación fiscal con respecto a los impuestos con que se gravan los bienes;

e) medidas antidumping y compensatorias;

f) medidas de salvaguardia y de vigilancia;

g) reglas de origen y cooperación administrativa;

h) cooperación aduanera;

i) valor en aduana;

j) normas y reglamentos técnicos, legislación sanitaria y fitosanitaria, reconocimiento mutuo de la evaluación de la conformidad, certificaciones, marcado, entre otros;

k) excepciones generales justificadas por motivos de moralidad pública, orden público o seguridad pública; protección de la vida o salud de los seres humanos, los animales o las plantas; protección de la propiedad industrial, intelectual y comercial, entre otros;

l) restricciones en caso de dificultades en la balanza de pagos.

TÍTULO III

CONTRATACIÓN PÚBLICA, COMPETENCIA, PROPIEDAD INTELECTUAL Y DEMÁS DISPOSICIONES RELACIONADAS CON EL COMERCIO

ARTÍCULO 4 (AG 10)

Contratación pública

1.- Las Partes acordarán la apertura gradual y recíproca de los mercados de contratación pública acordados sobre una base de reciprocidad.

2.- Para lograr este objetivo, el Consejo Conjunto decidirá sobre las disposiciones apropiadas y el calendario. La decisión incluirá, en particular, los siguientes asuntos:

a) cobertura de la liberalización acordada;

b) acceso no discriminatorio a los mercados acordados;

c) valor de los umbrales;

d) procedimientos legales y transparentes;

e) procedimientos de impugnación claros;

f) utilización de la tecnología de la información.

ARTÍCULO 5 (AG 11)

Competencia

1.- Las Partes acordarán medidas apropiadas para evitar distorsiones o restricciones de la competencia que pudieran afectar significativamente el comercio entre México y la Comunidad. Para ello, el Consejo Conjunto establecerá los mecanismos de cooperación y coordinación entre sus autoridades competentes para aplicar sus leyes de competencia. Esta cooperación incluirá asistencia legal recíproca, notificación, consulta e intercambio de información a fin de asegurar la transparencia en relación con la aplicación de sus leyes y políticas en materia de competencia.

2. Para lograr este objetivo, el Consejo Conjunto decidirá, en particular, sobre los siguientes aspectos:

a) acuerdos entre empresas, las decisiones de asociaciones de empresas y las prácticas concertadas entre las empresas;

b) cualquier abuso de posición dominante por parte de una o más empresas;

c) fusiones entre empresas;

d) monopolios de Estado de carácter comercial;

e) empresas públicas y empresas a las cuales se han concedido derechos especiales o exclusivos.

ARTÍCULO 6

Propiedad intelectual, industrial y comercial

1.- Reafirmando la gran importancia que las Partes otorgan a la protección de los derechos de propiedad intelectual (derechos de autor, incluidos los derechos de autor en los programas de computación y las bases de datos, y los derechos conexos, los derechos relacionados con patentes, diseños industriales, indicaciones geográficas, incluidas las denominaciones de origen, marcas, topografías de circuitos integrados, así como la protección contra la competencia desleal tal como se define en el artículo 10bis del Convenio de París sobre la Protección de la Propiedad Industrial y la protección de la información confidencial), las Partes se comprometen a establecer las medidas apropiadas para asegurar una adecuada y efectiva protección, de acuerdo con las normas internacionales más exigentes, incluyendo medios efectivos para hacer valer tales derechos.

2. Para este efecto, el Consejo Conjunto decidirá un mecanismo de consulta con miras a alcanzar soluciones mutuamente satisfactorias en caso de dificultades en la protección de la propiedad intelectual.

TÍTULO IV

DISPOSICIONES INSTITUCIONALES, GENERALES Y FINALES

ARTÍCULO 7 (AG 45)

Consejo Conjunto

Se crea un Consejo Conjunto encargado de supervisar la aplicación del presente Acuerdo. El Consejo se reunirá a nivel ministerial, a intervalos regulares y cada vez que lo exijan las circunstancias. Examinará todos los problemas principales que surjan dentro del marco del presente Acuerdo y cualquier otra cuestión bilateral o internacional de interés mutuo.

ARTÍCULO 8 (AG 46)

1.- El Consejo Conjunto estará formado por miembros del Gobierno de México, por una parte, y los miembros del Consejo de la Unión Europea y miembros de la Comisión Europea, por otra.

2. Los miembros del Consejo Conjunto podrán hacerse representar, de conformidad con las condiciones establecidas en su reglamento interno.

3. El Consejo Conjunto establecerá su propio reglamento interno. Se reunirá dentro del plazo de 30 días después de la entrada en vigor del presente Acuerdo.

4. La Presidencia del Consejo la ejercerá, alternativamente, un miembro del Gobierno de México y un miembro del Consejo de la Unión Europea, de conformidad con las disposiciones que se establezcan en su reglamento interno.

ARTÍCULO 9

El Consejo Conjunto, a efectos de alcanzar los objetivos del presente Acuerdo, estará facultado para tomar decisiones en los casos previstos en el Acuerdo. Las decisiones que se adopten tendrán carácter vinculante para las Partes, que tomarán las medidas necesarias para ejecutarlas. El Consejo Conjunto podrá también hacer las recomendaciones pertinentes.

Las decisiones y recomendaciones se adoptarán previo acuerdo entre las dos Partes.

La aplicación de las decisiones previstas en los artículos 3, 4.2, 5.2 y 6.2 quedará suspendida hasta que se firme el Acuerdo Global.

ARTÍCULO 10

Comité Conjunto

1. El Consejo Conjunto estará asistido, en la realización de sus tareas, por un Comité Conjunto compuesto, por una parte, por representantes del Gobierno de México, normalmente a nivel de altos funcionarios y, por otra, por representantes de la Comunidad. --- En su reglamento interno el Consejo Conjunto fijará las obligaciones del Comité Mixto que comprenderán, entre otras cosas, la preparación de reuniones del Consejo Conjunto y el funcionamiento del propio Comité.

2. El Consejo Conjunto podrá delegar cualquiera de sus competencias en el Comité Conjunto. En ese caso, el Comité Conjunto adoptará las decisiones de conformidad con las condiciones establecidas en el artículo 9.

3. El Comité Conjunto se reunirá una vez al año, alternativamente en México y en Bruselas, en una fecha y con un orden del día que fijarán las Partes con antelación. Se podrán convocar reuniones extraordinarias mediante acuerdo entre las Partes. La Presidencia del Comité Conjunto la ostentará, alternativamente, un representante de cada una de las Partes.

ARTÍCULO 11 (AG 49)

Otros comités especiales

El Consejo Conjunto podrá decidir la creación de cualquier otro Comité especial u organismo que le ayude en la realización de sus tareas.

La composición y las tareas de tales Comités u organismos y su modo de funcionamiento las establecerá el Consejo Conjunto en su reglamento interno.

ARTÍCULO 12 (AG 50)

Solución de controversias

El Consejo Conjunto decidirá sobre el establecimiento de un procedimiento específico para la solución de controversias comerciales y relacionadas con el comercio, compatible con las disposiciones pertinentes de la OMC en la materia.

ARTÍCULO 13 (AG 52)

Cláusula de Seguridad Nacional

Ninguna disposición del Acuerdo será obstáculo para que una Parte tome las medidas:

a) que estime necesarias con objeto de evitar la divulgación de informaciones contrarias a los intereses esenciales de su seguridad;

b) relativas a la producción y al comercio de armas, de municiones o de material de guerra o a la investigación, al desarrollo o a la producción necesarios para garantizar su defensa, siempre que tales medidas no alteren las condiciones de competencia para los productos no destinados a fines especialmente militares;

c) que considere esenciales para garantizar su seguridad en caso de disturbios internos graves que pudieran poner en peligro la paz social, en caso de guerra o de grave tensión internacional con riesgo de llegar a un conflicto armado o para satisfacer obligaciones que hubiera aceptado con vistas a mantener la paz y la seguridad internacional.

ARTÍCULO 14

El Acta Final contiene las declaraciones conjunta y unilateral efectuadas a la firma del presente Acuerdo.

ARTÍCULO 15 (AG 56)

Aplicación territorial

El presente Acuerdo se aplicará, por una parte, al territorio de los Estados Unidos Mexicanos y, por otra a los territorios en que sea aplicable el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y en las condiciones previstas en dicho Tratado.

ARTÍCULO 16

Duración

El presente Acuerdo será aplicable hasta el momento de la entrada en vigor del Acuerdo Global firmado el 8 de diciembre de 1997. --- Cualquiera de las Partes podrá denunciar el Acuerdo mediante notificación a la otra Parte. El presente Acuerdo dejará de aplicarse seis meses después de la fecha de tal notificación.

ARTÍCULO 17 (AG 58)

Cumplimiento de obligaciones

1. Las Partes adoptarán todas las medidas generales o específicas necesarias para el cumplimiento de sus obligaciones en virtud del presente Acuerdo y velarán para que se alcancen los objetivos establecidos en el Acuerdo. --- Si una de las partes considera que la otra Parte ha incumplido alguna de las obligaciones establecidas en el presente Acuerdo, podrá adoptar las medidas apropiadas. Previamente, y excepto en casos de urgencia especial, deberá proporcionar al Consejo Conjunto toda la información útil que se considere necesaria para examinar en profundidad la situación, con el fin de buscar, en un plazo no mayor de 30 días, una solución aceptable para las Partes. --- Se deberán escoger prioritariamente las medidas que menos perturben el funcionamiento del presente Acuerdo. Dichas medidas se notificarán inmediatamente al Consejo Conjunto y serán objeto de consultas en el seno de dicho Consejo, si la otra Parte así lo solicita.

2. Las Partes acuerdan que se entenderá por ‘casos de urgencia especial’, término que figura en el apartado 1 del presente artículo, los casos de incumplimiento sustancial del Acuerdo por una de las Partes. Se considerará incumplimiento sustancial del Acuerdo:

a) la denuncia del Acuerdo no sancionada por las normas generales del Derecho Internacional; o,

b) el incumplimiento de los elementos esenciales del Acuerdo contemplados en el artículo 1.

3. Las Partes acuerdan que ‘las medidas apropiadas’ mencionadas en el presente artículo serán medidas adoptadas de conformidad con el Derecho Internacional. Si una de las Partes adopta una medida en caso de urgencia especial en aplicación del presente artículo, la otra Parte podrá solicitar la convocatoria urgente de una reunión de las dos Partes en un plazo de 15 días.

ARTÍCULO 18 (AG 59)

Texto auténtico

El presente Acuerdo se redacta en doble ejemplar en lenguas española, alemana, danesa, francesa, finesa, griega, inglesa, italiana, neerlandesa, portuguesa y sueca, siendo cada uno de estos textos igualmente auténtico.

ARTÍCULO 19

Entrada en vigor

1. El presente Acuerdo será adoptado por las Partes de conformidad con sus propios procedimientos.

2. El presente Acuerdo entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la fecha en la cual las Partes se hayan notificado el cumplimiento de las formalidades necesarias a tal efecto.

3. La notificación se remitirá al Secretario General del Consejo de la Unión Europea, que será el depositario del Acuerdo. --- Hecho en Bruselas, el ocho de diciembre de mil novecientos noventa y siete. --- La presente es copia fiel y completa en español del Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones Relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, por una Parte, y la Comunidad Europea, por Otra, firmado en la ciudad de Bruselas, el ocho de diciembre de mil novecientos noventa y siete. --- De lo antes transcrito se obtiene que el anexo XI, Parte A, Sección 1 Disposiciones Transitorias, punto seis, título Productos Farmacéuticos, de la Decisión 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y cuestiones relacionadas con el comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea, por otra, excluye la participación de personas o empresas que oferten productos farmacéuticos originarios de la Comunidad Europea, que actualmente no se encuentren patentados en México o cuyas patentes mexicanas hayan expirado, en las licitaciones que efectúe la Secretaría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales  para los Trabajadores del Estado, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina. --- El precepto combatido es inconstitucional, dado que excluye de la participación de personas o empresas que oferten productos farmacéuticos originarios de la Comunidad Europea, que actualmente no se encuentren patentados en México o cuyas patentes mexicanas hayan expirado, en las licitaciones que efectúe la Secretaría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales  para los Trabajadores del Estado, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina, lo que viola el artículo 134, porque es precisamente este artículo el que establece la forma en que se llevarán a cabo las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que se realicen a través de licitaciones públicas, mediante convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Gobierno Federal y del Distrito Federal las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, artículo que da el derecho a cualquier persona o empresa de participar en todas las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obras que se realicen, para presentar proposiciones solventes en sobre cerrado, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. --- Por lo que, al no permitir la participación de personas o empresas que oferten productos farmacéuticos originarios de la Comunidad Europea, que actualmente no se encuentren patentados en México o cuyas patentes mexicanas hayan expirado, se incumple, con lo dispuesto por el artículo 134, toda vez que el artículo en comento, no hace exclusión alguna de personas o productos que deban participar en determinada licitación pública, sino por el contrario, establece el derecho de que libremente cualquier persona pueda participar en cualquier licitación pública. --- Lo anterior es así, pues estimar lo contrario, sería ir en contra del espíritu del legislador, al establecer en el artículo constitucional en comento como regla para la adquisición, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza, así como la contratación de obra que realicen tanto el Gobierno Federal y el Gobierno del Distrito Federal, al igual que sus respectivas Administraciones Públicas Paraestatales, que se hiciera en licitación pública, para que libremente se presentaran las proposiciones solventes en sobre cerrado, dado que tal y como se indicó precedentemente, el constituyente en el debate correspondiente  expresó lo siguiente: “Ciudadanos diputados: --- Al título de la Constitución que contiene las prevenciones generales, la Comisión ha creído conveniente agregar un artículo que tiene por objeto asegurar los concursos de todos los trabajos públicos, para obtener así, para el servicio de la Nación, las mejores utilidades posibles, evitando los fraudes y los favoritismos, bien conocidos del antiguo régimen; de lo cual se desprende, que lo establecido en el artículo 134 Constitucional fue con el fin de evitar favoritismos en la adquisición, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza, así como la contratación de obra que realice el Estado, ello para garantizar una administración eficiente, eficaz y honrada de los recursos económicos con que disponga el gobierno para satisfacer los objetivos a que estén destinados, lo cual no se cumple con el anexo XI, Parte A, Sección 1 Disposiciones Transitorias, punto seis, título Productos Farmacéuticos, relativo al artículo 25 de la Decisión 2/2000, del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus estados miembros, al no permitir participar en las licitaciones públicas de la Secretaría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales  para los Trabajadores del Estado, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina, a las personas que oferten productos farmacéuticos originarios de la Comunidad Europea, que no se encuentren actualmente patentados en México o dicha patente haya expirado, con lo cual se crea un favoritismo a favor de las personas que oferten productos farmacéuticos que no sean originarios de la Comunidad Europea, o bien que teniendo este origen, se encuentren actualmente patentados en México y dicha patente no haya expirado, con lo que se viola lo dispuesto por el artículo 134 de la Constitución General de la República, ya que tal limitante no la contempla el artículo en comento, sino por el contrario autoriza a que libremente se presenten las proposiciones solventes por parte de cualquier persona o empresa. --- Corolario a lo anterior, al resultar violatorio del artículo 134 Constitucional, el anexo XI, Parte A, Sección 1 Disposiciones Transitorias, punto seis, título Productos Farmacéuticos, relativo al artículo 25 de la Decisión 2/2000, del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus estados miembros, lo procedente es conceder el Amparo y Protección de la Justicia Federal a **********, para el efecto de desincorporar dicha disposición de la esfera jurídica de la quejosa, restituyéndola así en el pleno goce de sus garantías individuales. --- Por lo anteriormente expuesto, también debe considerarse inconstitucional el desechamiento de la propuesta técnica de la hoy quejosa en la Licitación Pública Internacional número 00641123-011-03 de catorce de mayo de dos mil tres, toda vez que dicho desechamiento constituye un fruto derivado de un acto viciado, en virtud de que el citado desechamiento se apoyó en el anexo XI, Parte A, Sección 1 Disposiciones Transitorias, punto seis, título Productos Farmacéuticos, relativo al artículo 25 de la Decisión 2/2000, del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus estados miembros; por lo que igualmente procede conceder al quejoso el amparo y protección de la Justicia Federal, en relación con dicho desechamiento, para efecto de que las autoridades responsables del Instituto Mexicano del Seguro Social dejen insubsistente la etapa de apertura de propuestas técnicas, así como las etapas subsecuentes, de la Licitación Pública Internacional número 00641123-011-03, y realicen de nueva cuenta la etapa de apertura de propuestas técnicas en la cual no deberán aplicar la disposición en comento al impetrante de garantías y continuar con las demás etapas de la Licitación Pública de referencia. --- Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia quinientos sesenta y cinco del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en la página trescientos setenta y seis del tomo VI, relativo a la Materia Común del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de mil novecientos diecisiete a mil novecientos noventa y cinco, que señala: (Se transcribe). --- Finalmente, respecto al Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea y sus estados miembros, por otra, suscrito el 8 de diciembre de 1997; la Decisión del Consejo Conjunto del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea y sus estados miembros, por otra, suscrita los días 23 y 24 de febrero de 2000; y, la Decisión No. 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y cuestiones relacionadas con el comercio, entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea, por otra, suscrita los días 23 y 24 de febrero de 2000, al haberse impugnado de manera conjunta con el Anexo XI: Notas Generales, Parte A-Notas generales y excepciones aplicables a la oferta de México establecida en los anexos VI al X, Sección 1-Disposiciones Transitorias, punto seis, del título  Productos Farmacéuticos, en el cual se establece la exclusión de los productos farmacéuticos originarios de la Comunidad Europea que no se encuentren actualmente patentados en México o cuya patente haya expirado, en la participación de las Licitaciones Públicas de la Secretaría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales  para los Trabajadores del Estado, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina, el estudio de los conceptos de violación tendientes a demostrar la inconstitucionalidad del referido Acuerdo y Decisiones, resulta innecesario, pues al haber resultado inconstitucional el anexo XI, Parte A, Sección 1 Disposiciones Transitorias, punto seis, título Productos Farmacéuticos en cita y concedido el amparo y protección de la Justicia de la Unión, la parte quejosa del presente juicio de garantías, no podría obtener mayor beneficio al concedido. --- Sirve de apoyo a lo anterior, por identidad de razón, el criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aprobado en sesión de veinticinco de febrero del año en curso, al resolver el amparo en revisión 1542/2003, promovido por **********, el cual a la letra dice: (Se transcribe)”. 
CUARTO.- Previo al estudio de fondo, es de señalar que el Cuarto Tribunal Colegiado de Décimo Segundo Circuito, al analizar los recursos de revisión hechos valer por el Secretario de Economía quien actúa por sí y en representación del Presidente de la República y por el Titular de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur y el Jefe de la Oficina de Adquisiciones de dicha delegación, respectivamente, desestimó los agravios que hicieron valer a efecto de combatir el sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito.

En efecto, el Tribunal Colegiado declaró inoperantes los agravios expresados en relación a las causales de improcedencia, al estimar que los quejosos sí acreditaron un agravio personal y directo, toda vez que les fue aplicado con motivo de su participación en la licitación pública internacional número 00641123-011-03, en relación con el acuerdo y anexos, que el A quo estimó inconstitucionales por ser violatorios del 134 Constitucional.

Así también, dicho Tribunal desestimo la diverso causal de improcedencia hecha valer por las responsables, en razón de que se comprobó el primer acto de aplicación de las decisiones y acuerdos tildados de inconstitucionales, mismo que se desprendía de la etapa de aperturas técnicas de la licitación pública internacional anteriormente citada.

Por lo que respecta a las causales hechas valer por las autoridades del Instituto Mexicano del Seguro Social, desestimó sus agravios al considerar que la quejosa no tenía que haber agotado los recursos previstos en el artículo 65 de la Ley de Adquisiciones Arrendamiento y Servicios del Sector Público, en razón de que reclamó una violación directa al artículo 134 Constitucional, porque indicó que se violentaba el anexo XI, Notas Generales del Acuerdo impugnado.

QUINTO.- Precisado lo anterior, los agravios que hace valer la autoridad recurrente Secretario de Economía por sí y en representación del Presidente de la República, en relación a la inconstitucionalidad que plantea, se pueden resumir como sigue:
En el tercer agravio, la recurrente señala que la sentencia que se impugna viola en perjuicio del C. Presidente de la República y Secretario de Economía, los artículos 76, 77, 78, 79, 149 y 192 de la Ley de Amparo, así como los artículos 219 y 222 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la ley de la materia, en virtud de considerar en el punto marcado con el numeral cuarto del capítulo de considerándos lo siguiente: 
"CUARTO.- Corolario a lo anterior , al resultar violatorio del artículo 134 Constitucional, el anexo XI, Parte A, Sección 1 Disposiciones Transitorias, punto seis, titulo Productos Farmacéuticos, relativo al artículo 25 de la Decisión 2/2000, del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad europea y sus estados miembros, lo procedente es conceder el Amparo y Protección de la Justicia Federal a **********, para el efecto de desincorporar dicha disposición de la esfera jurídica de la quejosa, restituyéndola así en el pleno goce de sus garantías individuales.”
a) Que causa agravio lo considerado por el A quo en la parte de la sentencia transcrita, al pasar por alto que el anexo XI, relativo a las notas generales, puntos 6 al 10 "productos farmacéuticos", es parte y deriva del Decreto Promulgatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y los Estados de la Asociación Europea de Libre Comercio, luego entonces, tiene como objeto perfeccionar una obligación internacional que impone determinados compromisos para los Estados que suscribieron y ratificaron dicho Tratado, el cual obliga al Estado a vigilar el cumplimiento exacto de los compromisos adquiridos por su gobierno, de ahí que, dichos ordenamientos son apegados a los lineamientos constitucionales.

Por lo anterior, indica que por el hecho de que la quejosa debe acatar diversas disposiciones que le imponen obligaciones según su actividad, que dice ser la de comercializadora dentro del ámbito comercial internacional, esto no significa de ninguna manera, que se le esté prohibiendo que se dedique a la ocupación que a su interés convenga.

b) Que causa agravio lo considerado por el A quo, ya que son falsas sus acepciones al afirmar que el anexo XI relativo a las notas generales, puntos 6 al 10 "productos farmacéuticos", del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de junio de 2000; van más allá de lo establecido en el artículo 134 de nuestra Carta Magna, toda vez que fueron emitidos en total respeto de los lineamientos que establecen los ordenamientos legales aplicables al caso y en estricto respeto a lo dispuesto en el numeral 134 aludido, toda vez que dichos dispositivos no establecen una ventaja exclusiva e indebida a favor de una persona o determinadas personas para participar en licitaciones públicas que puedan suministrar los bienes requeridos por el Estado.

Que el Estado a fin de cuidar el cumplimiento de las obligaciones adquiridas a través de un Tratado, está facultado para emitir las disposiciones necesarias que lleven al éxito de sus objetivos, ello para mejor proveer respecto de las normas jurídicas, lo que de ninguna manera puede traducirse en violación al artículo 134 Constitucional.

c) Que el suponer como lo hace el A quo, que los ordenamientos legales impugnados al prever y regular los medios necesarios para lograr el cumplimiento del Tratado Internacional viola el precepto en cuestión, sería tanto como impedir que se cumplieran los propósitos que tiene encomendados el Estado, entratándose de vigilar los compromisos adquiridos con otros Estados contratantes.

Precisa que los ordenamientos impugnados por la amparista de ninguna manera pasan por alto el procedimiento a seguir en una licitación, pues la adquisición de productos, de la naturaleza que fuera, a través de licitaciones de carácter internacional se encuentra sujeta a lo previsto por diversas disposiciones como lo son la ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, entre otras, lo que permite al Estado, que para la adquisición de todo tipo de bienes y servicios, y contratación de obra se realizará por licitaciones públicas, quedando al arbitrio de éste fijar las reglas de los participantes, con el fin de asegurar las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

d) Señala que el Juzgador pasa por desapercibido que el Estado, persigue la continuidad en el aprovechamiento de los mecanismos de transición en materia de compras, negociados en los Tratados de Libre Comercio, suscritos por los Estados Unidos Mexicanos, por lo que precisa dar a conocer las dependencias y entidades sujetas, reglas claras y precisas para su fácil aplicación, de ahí que, los ordenamientos impugnados tienen como fin cumplir con dicho objetivo.

Argumenta que la licitación pública internacional, no va dirigida a una persona o personas en específico, sino a una sociedad que forma parte primeramente de una nación y en segundo orden de un tratado de libre comercio de un grupo de países, por lo que los actos reclamados en el juicio de garantías prevén que el Estado para la adquisición de todo tipo de bienes y servicios, y contratación de obra se realizará por licitaciones públicas, en donde los participantes exhibirán sus proposiciones en sobre cerrado, que será abierto públicamente, quedando al arbitrio de éste fijar las reglas de los participantes, con el fin de asegurar las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, como son que el producto o servicio que sea objeto de la licitación, sea de origen nacional o de países con los que México tenga celebrado un tratado internacional de libre comercio, y que en el caso que nos ocupa, no existe exclusividad alguna, ni por la condicionante que debe cumplir el producto o servicio objeto de licitar, ni mucho menos porque los productos o servicios no gozan de ninguna exclusividad otorgada ni por el gobierno nacional ni muchos menos por el gobierno extranjero, de tal forma que, al darse la libertad de que sean agentes económicos nacionales o extranjeros los que participen en las licitaciones públicas internacionales, no se limita de forma alguna a que lo hagan determinados sujetos dentro del comercio internacional respecto de productos específicos.

Por otra parte, refiere que la finalidad de las licitaciones públicas internacionales, no es otorgar a determinados agentes económicos la exclusividad sobre un bien o producto, sino que su finalidad, es establecer las reglas que deberán observar las dependencias y entidades sujetas para la celebración de las licitaciones públicas internacionales, tal como lo prevé el artículo 1º del acuerdo por el que se establecen las reglas para la celebración de licitaciones públicas internacionales de conformidad con los tratados de libre comercio.
e) Precisa que de ninguna forma los ordenamientos que nos ocupan se encuentran por encima de las disposiciones establecidas en nuestra Carta Magna, y en la especie es evidente que los Tratados y Acuerdos Internacionales que nos ocupan se encuentran emitidos en estricto apego a lo dispuesto en nuestra Constitución y en específico a los artículos 89, fracciones I y X así como 133, acorde y en armonía con otros dispositivos de la Carta Fundamental de nuestro País.

f) Que en el caso que nos ocupa, el efecto de dichos dispositivos es brindar al proveedor la seguridad jurídica en la materia de licitaciones públicas, y que cuenten con respaldo jurídico todas las empresas o personas físicas participantes en las licitaciones, y más aun, para cumplir la obligación del Estado, de velar por el bien social de su nación, pues al tratarse de licitaciones de productos y servicios, es lógico que los últimos sujetos que reciben dichos productos y servicios, son nada menos que los integrantes de la comunidad nacional.

SEXTO.- Procede declarar fundados los agravios identificados con los incisos a), b) y e) que exponen las recurrentes y revocar la sentencia recurrida.
Esto es así, toda  vez que el Secretario de Economía por sí y en representación del Presidente de la República, señala que las afirmaciones del Juez a quo van más allá de lo establecido en el artículo 134 de nuestra Carta Magna, en razón que el Anexo XI, relativo a las notas generales, punto 6 al 10 “productos farmacéuticos”, es parte y deriva del Decreto Promulgatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y los Estados de la Asociación Europea de Libre Comercio, los cuales fueron emitidos en total respeto de los lineamientos que establecen los ordenamientos legales aplicables al caso y en estricto respeto a lo dispuesto en el numeral 134 aludido, en razón que dichos dispositivos no previenen una ventaja exclusiva e indebida a favor de una persona o determinadas personas para participar en licitaciones públicas que puedan suministrar los bienes requeridos por el Estado.
De igual forma argumentan las recurrentes que los ordenamientos impugnados por la amparísta de ninguna manera pasan por alto el procedimiento a seguir en una licitación, pues la adquisición de productos, de la naturaleza que fuera, a través de licitaciones de carácter internacional se encuentra sujeta a lo previsto por diversas disposiciones como lo los son la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, entre otras, lo que permite al Estado que para la adquisición de todo tipo de bienes y servicios, y contratación de obra se realizara por licitaciones públicas, quedando al arbitrio de este fijar las reglas de los participantes, con el fin de asegurar las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.  

Por lo que hace a las anteriores manifestaciones, tal y como ya se señalo, se califican de fundados los agravios formulados por las partes recurrentes, y para el efecto se destacan las consideraciones siguientes.
Procede transcribir la parte conducente de la licitación pública internacional número 00641123-011-03 que es del tenor siguiente: 

“DELEGACIONES REGIONALES Y ESTATALES EN BAJA CALIFORNIA, BAJA CALIFORNIA SUR, NAYARIT Y SINALOA. --- LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO 00641123-011-03. --- ACTA DEL EVENTO DE PRESENTACIÓN, DE PROPUESTAS TÉCNICAS Y ECONÓMICAS Y APERTURA DE PROPUESTAS TÉCNICAS DE LA LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO 00641123-011-03. QUE EFECTUAN LAS DELEGACIONES REGIONALES Y ESTATALES EN BAJA CALIFORNIA, BAJA CALIFORNIA SUR, NAYARIT Y SINALOA, PARA LA ADQUISICIÓN DE MEDICAMENTOS GENERICOS CON ETIQUETADO (ILEGIGLE) CON CLAVE DEL SECTOR SALUD, CON SELLO O SOBREIMPRESIÓN, CLAVES SUSTANTIVAS Y CLAVES 5000, LACTEOS, (ILEGIBLE) Y ESTUPEFACIENTOES, GRUPO DE SUMINISTRO 010, 030 Y 040, CONFORMIDAD CON LO QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 35 FRACCIONES I, II Y III DE LA LEY DE ADQUISICIONES ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO Y EL ARTÍCULO 35 DE SU REGLAMENTO. --- En la Ciudad de Culiacán, Sinaloa, siendo las 10:00 horas del día 30 del mes de Abril del año 2003, se reunieron en el auditorio Armando Dueñas del Hospital General No. Uno, ubicado en Blvd.. Francisco Zarco y Jesús G. Andrade, Col. Miguel Alemán, C.P. 80200, Culiacán, Sinalos, los servidores públicos, así como los representantes de los licitantes que al final se enlistan, suscriben y firman, con el objeto de llevar a cabo el evento de Presentación de Propuestas Técnicas y Económicas y apertura de Propuestas Técnicas, de la Licitación Público que se menciona en el proemio de esta acta, para actuar en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 35 fracciones I, II, III y IV de la ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público así como el punto 6.2 de las bases. --- En uso de la palabra, el Licenciado Guadalupe Noel Miranda Rubio, Titular de la jefatura de Servicios Administrativos en representación de las Delegaciones Regionales y Estatales en Baja California Sur, Nayarit y Sinaloa, dio a conocer el orden del día, así  (ilegible) el procedimiento que se llevará a cabo para la presentación de las Propuestas Técnicas y Económicas y Apertura de Propuestas Técnicas, dio la bienvenida a los asistentes a este evento, declarando formalmente iniciado este acto; procedió a pasar lista a los licitantes  (ilegible), y se nombraron a dos representantes de los licitantes con el fin de que rubricaran todos y cada uno de los documentos que se (ilegible) en este acto, siendo los siguientes:  **********. --- DELEGACIONES REGIONALES Y ESTATALES EN BAJA CALIFORNIA, BAJA CALIFORNIA SUR, NAYARIT Y SINALOA. --- LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO 00641123-011-03. --- ACTA DEL EVENTO DE COMUNICACIÓN DEL RESULTADO TÉCNICO DE LAS PROPOSICIONES TÉCNICAS Y APERTURA DE PROPOSICIONES ECONÓMICAS DE LA LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO 00641123-011-03. QUE EFECTUAN LAS DELEGACIONES REGIONALES Y ESTATALES EN BAJA CALIFORNIA, BAJA CALIFORNIA SUR, NAYARIT Y SINALOA, PARA LA SOBREIMPRESIÓN, CLAVES SUSTENTATIVAS Y CLAVES 5000, LACTEOS, PSICOTROPICOS Y ESTUPEFACIENTES, GRUPOS DE SUMINISTRO 010, 030 Y 040, DE CONFORMIDAD CON LO QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 35 DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. --- **********. 010-000-5244-0201 RECHAZADA. --- 010-000-5238-0601. --- ESTAS PROPUESTAS SE DESECHAN EN VIRTUD DE QUE LOS PRODUCTOS OFERTADOS SON DE PAISES DE ORIGEN CONSIDERADOS DENTRO DEL TLC MÉXICO UNIÓN EUROPEA MISMO QUE CONTEMPLA UN PERÍODO DE GRACIA PARA MEDICAMENTOS NO PATENTADOS QUE CONCLUYE EL 01 DE ENERO DE 2009, POR LO ANTERIOR INCUMPLE EN LA CONVOCATORIA Y EN LA PRESENTACIÓN DE LAS BASES DE ESTA LICITACIÓN PUBLICA INTERNACIONAL, FUNDAMENTADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 28 FRACCIÓN II INCISO A) DE LA LEY DE ADQUISICIONES Y ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. --- EN REPRESENTACIÓN DE LA UNIDAD DE LA CONTRALORÍA INTERNE EN LA DELEGACIÓN ESTATAL EN SINALOA ASISTIÓ C.P. PAUL ANTULIO VERDUGO AVENDAÑO, PARA VERIFICAR EL CORRECTO CUMPLIMIENTO DE LAS NORMAS INSTITUCIONALES Y EN APEGO A LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO”.

De la transcripción anterior se verifica que a la empresa quejosa se le permitió participar en el evento en donde presento sus propuestas técnicas y económicas y en la apertura de propuestas técnicas, para la adquisición de medicamentos genéricos y etiquetados entre otros, lo anterior de conformidad con la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

Igualmente se conoce de la anterior transcripción, que terminado el acto del evento de comunicación, se le dio a conocer el resultado técnico de los proyectos así como la apertura de las proposiciones respectivas.

Así también se verifica de tal transcripción que las propuestas presentadas por la quejosa fue desechada al estimar que los productos afectados son de países de origen considerados dentro del tratado celebrado por México con la Unión Europea, especificando otorgar un periodo de gracia para aquellos medicamentos no patentados  que concluiría el primero de Enero de dos mil nueve.

Precisado lo anterior, es claro que como lo aduce la recurrente, no existe la violación a norma constitucional alguna por parte de las autoridades responsables, toda vez que se le permitió intervenir en la licitación pública internacional y si bien no obtuvo repuesta en el sentido de que fuera aprobado sus proyectos, ello no procede estimarse como una violación a sus garantías, en razón de que se le dio la oportunidad de intervenir en la licitación pública internacional, cumpliendo con lo establecido en las bases correspondientes y apartando los elementos que estimó conducentes para participar en dicha licitación con lo cual se atendió, en lo conducente, con lo preceptuado en los artículos 5° y 134 de la Constitución General.
A fin de estar en posibilidad de determinar si lo reclamado viola los artículos 5° y 134 de la Constitución, resulta pertinente referirse al contenido de estas disposiciones supremas, así como a las garantías que en  ellas se contienen.

El artículo 5° de la Constitución Federal, que consagra la garantía de libertad de profesión, industria, comercio o trabajo, señala en su primer párrafo lo siguiente:     

“ARTÍCULO 5°.- A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio  de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad...”.
La norma constitucional transcrita garantiza la libertad de profesión, industria, comercio o trabajo, conforme a los siguientes lineamientos:

a) A ninguna persona podrá impedírsele  que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode,  siendo lícitos.

b) El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial cuando se ataquen derechos de terceros.

c) También podrá vedarse por resolución gubernativa, dictada en  los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad.

Los anteriores lineamientos, que garantizan la llamada libertad de comercio o trabajo, en términos del primer párrafo del artículo 5° de la Carta Magna, se sustentan a su vez en principios fundamentales que constituyen requisitos necesarios que deben darse para que se haga exigible la garantía constitucional.

Esto es así, ya que la libertad de comercio o trabajo no se prevé de manera irrestricta e ilimitada, sino que se condiciona a la satisfacción de determinados presupuestos fundamentales, a saber: a) que no se trate de una actividad ilícita; b) que no se afecten derechos de terceros; y, c) que no se afecten derechos de la sociedad en general.

En lo referente al primer presupuesto, la garantía constitucional cobra real vigencia en la medida que se refiera a una actividad lícita, esto es, que esté permitida por la ley; dicho de otra manera, la garantía no podrá exigirse cuando la profesión, industria, comercio o trabajo sea ilícita, es decir, que esté prohibida por la ley o que, aun y cuando no esté prohibida expresamente, de alguna manera pueda significar trasgresión al derecho positivo mexicano.

Por cuanto hace al segundo presupuesto normativo, éste implica que la garantía no podrá ser exigida si la actividad a la que pretende dedicarse la persona conlleva a su vez la afectación a derechos de terceros, esto es, que estando permitida por la ley, exista un derecho preferente tutelado por la ley  en favor  de otro u otros que se ubiquen en una situación jurídica determinada, que pueda verse afectado por el desarrollo de la actividad de aquél.

Finalmente, el tercer presupuesto normativo implica que la garantía será exigible siempre y cuando la actividad, aunque lícita, no afecte el derecho de la sociedad, esto es, existe un imperativo que subyace frente al derecho de los gobernados en lo individual, que es el derecho de la sociedad en general.

Esto último se entiende, en tanto que existe un valor que pondera y asegura el derecho positivo mexicano, que se traduce en la convivencia y bienestar social en todos sus aspectos; por ello, se protege el interés de la sociedad por encima del interés particular, de suerte tal que cuando este último puede lesionar el del primero afectando dichos valores, en aras de ese interés mayor se limita o condiciona el individual cuando con éste puede afectarse aquél en una proporción mayor del beneficio que en lo particular obtendría un solo individuo. 

Ahora bien, una vez establecidas las condiciones para que la citada garantía de libertad de comercio o trabajo cobre efectividad, es necesario precisar que la misma debe entenderse sin perjuicio de sujetarse a las disposiciones de interés público que, no contraviniendo su ejercicio, dicten las autoridades para reglamentar su realización.  

Esto, porque la libertad de industria, profesión, comercio o trabajo, como ya se destacó, no es irrestricta y su ejercicio debe darse sin perjuicio de la sujeción a las diversas disposiciones que  dicten las autoridades legislativas para reglamentar su realización  y  proteger el interés público.

Por su parte, el artículo 134 de la Constitución establece:

“Artículo. 134.- Los recursos económicos de que dispongan el Gobierno Federal y el Gobierno del Distrito Federal, así como sus respectivas administraciones públicas paraestatales, se administrarán con eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. --- Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas mediante convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Cuando las licitaciones a que hace referencia el párrafo anterior no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado.

El manejo de recursos económicos federales se sujetará a las bases de este artículo.

Los servidores públicos serán responsables del cumplimiento de estas bases en los términos del Título Cuarto de esta Constitución”.

El precepto constitucional transcrito consagra los principios que deben regir el manejo de los recursos públicos del Gobierno Federal y del Distrito Federal, a saber, eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados.

Asimismo, la norma suprema establece la regla general consistente en que las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que se realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas mediante convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes y, por último, establece como excepción que cuando las licitaciones no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que también aseguren las mejores condiciones para el Estado. 

El texto original del numeral constitucional en estudio establecía: 

“Artículo 134.- Todos los contratos que el Gobierno tenga que celebrar para la ejecución de obras públicas, serán adjudicadas en subasta, mediante convocatoria, y para que se presenten proposiciones en sobre cerrado, que será abierto en junta pública”.
De la anterior transcripción se desprende que desde la redacción original del artículo 134 del Código Supremo se contemplaban las disposiciones respecto a la forma en la que el Estado debía contratar, esto es, a través de licitaciones públicas. 

El debate que suscitó este precepto dentro del Constituyente fue el siguiente: 

“Ciudadanos diputados:--- Al título de la Constitución que contiene las prevenciones generales, la Comisión ha creído conveniente agregar un artículo que tiene por objeto asegurar los concursos de todos los trabajos públicos, para obtener así, para el servicio de la Nación, las mejores utilidades posibles, evitando los fraudes y los favoritismos, bien conocidos del antiguo régimen.---  El artículo que se agrega, por ser el último de las prevenciones generales, llevará el número 131; pero como puede haber modificaciones en la numeración, la Comisión de estilo lo coloque en el lugar que le corresponde en la serie.--- La Comisión se permite proponerlo en los siguientes términos a la aprobación de esta Honorable Asamblea:--- ‘ARTÍCULO 131. Todos los contratos que el Gobierno tuviere que celebrar para la ejecución de las obras públicas serán adjudicados en subasta pública, mediante convocatoria, y para que se presenten proposiciones en sobre cerrado, que será abierto en junta pública.’--- Sala de Comisiones. Querétaro de Arteaga, 25 de enero de 1917. Paulino Machorro Narváez. Heriberto Jara. Arturo Méndez. Hilario Medina.--- Este dictamen suscitó en la 64ª sesión ordinaria, celebrada el 27 de enero de 1917, el siguiente debate:--- El C. Ibarra: Puede presentarse el caso de que en una convocatoria no hubiera personas que hicieran proposiciones para llevar a cabo la obra, o que ninguna de dichas proposiciones fuera aceptada, y como dice el artículo que sólo se llevará a cabo por convocatoria, en este caso no se podría cumplir con tal disposición; por consiguiente, creo que debe hacerse una modificación, diciendo que se abra una convocatoria, y en el caso de que no se presente una persona que llene los requisitos, se lleve a cabo la obra por administración.--- El C. Machorro Narváez, miembro de la Comisión: El señor diputado Ibarra supone el caso de que no haya postores; pero una de dos: o el contrato se lleva a cabo con un contratista cualquiera o no se lleva a cabo. En el segundo caso le queda al Gobierno el medio de mejorar las bases del contrato para que haya postores, y de esta manera indudablemente se llevará a cabo la obra.--- El C. secretario: ¿Se considera suficientemente discutido? Los que estén por la afirmativa sírvanse ponerse de pie. Se reserva para su votación.’--- En esta misma sesión, el artículo fue aprobado por unanimidad de 168 votos y corresponde al artículo 134 de la Constitución”.
El Constituyente tuvo la preocupación de llevar al más alto nivel normativo los principios de la actuación de los servidores públicos y, en general, del Estado, al contratar, estableciendo que se debería llevar a cabo por medio de subastas públicas.

En el dictamen de la Comisión de Constitución se destaca que la teleología del precepto es la de evitar los fraudes y favoritismos del antiguo régimen para así garantizar al Gobierno al contratar, las mejores condiciones posibles. 

El texto del precepto supremo que se analiza sólo ha sido modificado una vez, a través de la enmienda promulgada el veintisiete de diciembre de mil novecientos ochenta y dos y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día siguiente. Esta reforma no sólo ratificó las normas del Constituyente, sino que amplió su alcance al establecer con mayor claridad los principios y la forma de actuar de los servidores públicos, del Gobierno Federal y del Distrito Federal al contratar. 

La Exposición de Motivos de la reforma en comento sostiene en las partes conducentes lo siguiente: 

“CC. Secretarios de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. Presentes:---  La libertad individual para pensar y hacer es cuestión de cada quien. No corresponde al Estado tutelar la moralidad personal que la inspira. Pero el Estado tiene la obligación ineludible de prevenir y sancionar la inmoralidad social, la corrupción. Ella afecta los derechos de otros, de la sociedad, y los intereses nacionales. Y en el México de nuestros días, nuestro pueblo exige con urgencia una renovación moral de la sociedad que ataque de raíz los daños de la corrupción en el bienestar de su convivencia social.--- Es esencia de nuestra democracia federal el que las leyes y el gobierno que se da al pueblo atiendan su demanda nacional. Obliga a actuar de inmediato no sólo a los Poderes constituidos en sus respectivos ámbitos de competencia, sino antes que nada al Poder Constituyente de nuestro Pacto Federal.--- Para prevenir y sancionar con efectividad la corrupción no bastan leyes idóneas. Además, son necesarios una voluntad política firme y una administración eficaz.---  Es una realidad la voluntad política inconmovible del pueblo de México y del Gobierno que se ha dado por erradicar lo que corrompe los fundamentos de su convivencia social. La administración eficaz de esa voluntad se construirá rápidamente, aunque limitada por el tiempo necesario para llenar los vacíos existentes. Pero si las leyes e instituciones que se da el pueblo no reflejan esa voluntad política, y no abren el camino para esa eficacia administrativa, la voluntad será derrotada y el camino estará cerrado.--- Las leyes vigentes han sido desbordadas por la realidad y ya no ofrecen bases sólidas para prevenir y sancionar la corrupción que la conciencia nacional exige erradicar. Si la renovación moral de la sociedad que ordena el pueblo de México ha de cumplirse, hay que empezar renovando las leyes e instituciones que tutelan la realización de nuestros valores nacionales.--- Esta iniciativa de reforma y adiciones a nuestra Constitución Política, conjuntamente con las leyes secundarias consecuentes que estamos sometiéndolo al Congreso de la Unión, es el primer paso para que la renovación moral se haga gobierno y la sociedad pueda apoyarse en él, a fin de que la corrupción no derrote sus derechos... Artículo 134. La iniciativa propone el establecimiento de los principios de eficacia y honradez en el manejo de los recursos públicos, así como ampliar el principio de licitación pública abierta para asegurar al Estado las mejores condiciones en sus adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones, prestación de servicios y contratación de obra.---  También prevé los casos en que el principio de licitación puede ser ineficaz para asegurar las mejores condiciones en el manejo de los recursos del pueblo. La determinación de esos casos no se deja a una discrecionalidad administrativa irrestricta, impidiendo así que los principios de eficiencia y eficacia en el manejo de los recursos económicos públicos degeneren en una arbitrariedad conducente a la corrupción. Se propone establecer, a nivel legislativo, las bases para acreditar aquellos casos en que la licitación no garantice las mejores condiciones económicas para el Estado”.

En la iniciativa presidencial se expone como idea fundamental de la reforma la de combatir la corrupción gubernamental, trasparentando el manejo de los recursos públicos a través de normas que fijen claramente la vía a través de la cual el Gobierno Federal y el del Distrito Federal deberán contratar. Es propósito de la reforma constitucional el de brindar nuevas instituciones que permitan lograr lo que se denominó la renovación moral de la sociedad. Específicamente se señala en la exposición de motivos que se pretende ampliar el principio de licitación pública abierta y disponer que a través de la ley se fijen los casos en que este procedimiento no sea eficaz para lograr las mejores condiciones en la optimización de los recursos públicos. 

Establecido el contenido y alcance de los artículos 5° y 134 de la Constitución, conviene tener presente lo preceptuado por los artículos los artículos 1, 3, 4, 14, 18, 27 y 28 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, que a la letra disponen:

“Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y tiene por objeto regular las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, contratación, gasto y control de las adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles y la prestación de servicios de cualquier naturaleza, que realicen:

 I. Las unidades administrativas de la Presidencia de la República;

 II. Las Secretarías de Estado, Departamentos Administrativos y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal;

 III. La Procuraduría General de la República;

 IV. Los organismos descentralizados;

 V. Las empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el gobierno federal o una entidad paraestatal, y

 VI. Las entidades federativas, con cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal, con la participación que, en su caso, corresponda a los municipios interesados. No quedan comprendidos los fondos previstos en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.

Las personas de derecho público de carácter federal con autonomía derivada de la Constitución, aplicarán los criterios y procedimientos previstos en esta Ley, en lo que no se contraponga a los ordenamientos legales que los rigen, sujetándose a sus propios órganos de control.

Los contratos que celebren las dependencias con las entidades, o entre entidades, y los actos jurídicos que se celebren entre dependencias, o bien los que se lleven a cabo entre alguna dependencia o entidad de la Administración Pública Federal con alguna perteneciente a la administración pública de una entidad federativa, no estarán dentro del ámbito de aplicación de esta Ley; no obstante, dichos actos quedarán sujetos a este ordenamiento, cuando la dependencia o entidad obligada a entregar el bien o prestar el servicio, no tenga capacidad para hacerlo por sí misma y contrate un tercero para su realización.

Los titulares de las dependencias y los órganos de gobierno de las entidades emitirán, bajo su responsabilidad y de conformidad con este mismo ordenamiento, las políticas, bases y lineamientos para las materias a que se refiere este artículo.

Las dependencias y entidades se abstendrán de crear fideicomisos, otorgar mandatos o celebrar actos o cualquier tipo de contratos, que evadan lo previsto en este ordenamiento”.
“Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, entre las adquisiciones, arrendamientos y servicios, quedan comprendidos:

I. Las adquisiciones y los arrendamientos de bienes muebles;

II. Las adquisiciones de bienes muebles que deban incorporarse, adherirse o destinarse a un inmueble, que sean necesarios para la realización de las obras públicas por administración directa, o los que suministren las dependencias y entidades de acuerdo con lo pactado en los contratos de obras;

 III. Las adquisiciones de bienes muebles que incluyan la instalación, por parte del proveedor, en inmuebles de las dependencias y entidades, cuando su precio sea superior al de su instalación;

IV. La contratación de los servicios relativos a bienes muebles que se encuentren incorporados o adheridos a inmuebles, cuyo mantenimiento no implique modificación alguna al propio inmueble, y sea prestado por persona cuya actividad comercial corresponda al servicio requerido;

V. La reconstrucción y mantenimiento de bienes muebles; maquila; seguros; transportación de bienes muebles o personas, y contratación de servicios de limpieza y vigilancia;

VI. La contratación de arrendamiento financiero de bienes muebles;

VII. La prestación de servicios profesionales, así como la contratación de consultorías, asesorías, estudios e investigaciones, excepto la contratación de servicios personales bajo el régimen de honorarios, y

VIII. En general, los servicios de cualquier naturaleza cuya prestación genere una obligación de pago para las dependencias y entidades, cuyo procedimiento de contratación no se encuentre regulado en forma específica por otras disposiciones legales”.
“Artículo 4.- La aplicación de esta Ley será sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados.”

“Artículo 14.-En los procedimientos de contratación de carácter internacional, las dependencias y entidades optarán, en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos humanos del país, por la adquisición y arrendamiento de bienes producidos en el país y que cuenten con el porcentaje de contenido nacional indicado en el artículo 28, fracción I, de esta Ley, los cuales deberán contener, en la comparación económica de las propuestas, con un margen hasta del diez por ciento de preferencia en el precio respecto de los bienes de importación, conforme a las reglas que establezca la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, previa opinión de la Secretaría de y de la Contraloría”.
“18.- En la planeación de las adquisiciones, arrendamientos y servicios, las dependencias y entidades deberán ajustarse a:

 I. Los objetivos y prioridades del Plan Nacional de Desarrollo y de los programas sectoriales, institucionales, regionales y especiales que correspondan, así como a las previsiones contenidas en sus programas anuales, y

II. Los objetivos, metas y previsiones de recursos establecidos en los presupuestos de egresos de la Federación o de las entidades respectivas”.
“Artículo 27.- Las adquisiciones, arrendamientos y servicios se adjudicarán, por regla general, a través de licitaciones públicas, mediante convocatoria pública, para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, de acuerdo con lo que establece la presente Ley.

El sobre a que hace referencia este artículo podrá entregarse, a elección del licitante, en el lugar de celebración del acto de presentación y apertura de proposiciones; o bien, si así lo establece la convocante, enviarlo a través del servicio postal o de mensajería, o por medios remotos de comunicación electrónica, conforme a las disposiciones administrativas que establezca la Contraloría”.
“Artículo 28.- Las licitaciones públicas podrán ser:

I. Nacionales, cuando únicamente puedan participar personas de nacionalidad mexicana y los bienes a adquirir sean producidos en el país y cuenten por lo menos con un cincuenta por ciento de contenido nacional, el que será determinado tomando en cuenta el costo de producción del bien, que significa todos los costos menos la promoción de ventas, comercialización, regalías y embarque, así como los costos financieros. La Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, mediante reglas de carácter general, establecerá los casos de excepción correspondientes a dichos requisitos, así como un procedimiento expedito para determinar el grado de contenido nacional de los bienes que se oferten, para lo cual tomará en cuenta la opinión de la Secretaría y de la Contraloría.

La Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, de oficio o a solicitud de la Contraloría, podrá realizar visitas para verificar que los bienes cumplen con los requisitos señalados en el párrafo anterior; o

 II. Internacionales, cuando puedan participar tanto personas de nacionalidad mexicana como extranjera y los bienes a adquirir sean de origen nacional o extranjero.

Solamente se deberán llevar a cabo licitaciones internacionales, en los siguientes casos:

a) Cuando resulte obligatorio conforme a lo establecido en los tratados;

b) Cuando, previa investigación de mercado que realice la dependencia o entidad convocante, no exista oferta de proveedores nacionales respecto a bienes o servicios en cantidad o calidad requeridas, o sea conveniente en términos de precio;

c) Cuando habiéndose realizado una de carácter nacional, no se presente alguna propuesta o ninguna cumpla con los requisitos a que se refiere la fracción I de este artículo; y

d) Cuando así se estipule para las contrataciones financiadas con créditos externos otorgados al gobierno federal o con su aval.

En este tipo de licitaciones la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación, determinará los casos en que los participantes deban manifestar ante la convocante que los precios que presentan en su propuesta económica no se cotizan en condiciones de prácticas desleales de comercio internacional en su modalidad de discriminación de precios o subsidios.

Podrá negarse la participación a extranjeros en licitaciones internacionales, cuando con el país del cual sean nacionales no se tenga celebrado un tratado y ese país no conceda un trato recíproco a los licitantes, proveedores, bienes o servicios mexicanos”.
Como puede advertirse, las normas transcritas establecen que la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público es de orden público y tiene por objeto regular las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, contratación, gasto y control de las adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles y la prestación de servicios de cualquier naturaleza, que realicen las entidades y dependencias públicas que se precisan.

Para efectos de esa Ley, se comprenden las adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles; las adquisiciones de bienes muebles que deban incorporarse, adherirse o destinarse a un inmueble y que sean necesarios para la realización de las obras públicas por administración directa, o los que suministren las dependencias y entidades de acuerdo con lo pactado en los contratos de obras; las adquisiciones de bienes muebles que incluyan la instalación, por parte del proveedor.

En inmuebles de las dependencias y entidades, cuando su precio sea superior al de su instalación; la contratación de los servicios relativos a bienes muebles que se encuentren incorporados o adheridos a inmuebles, cuyo mantenimiento no implique modificación alguna al propio inmueble y sea prestado por persona cuya actividad comercial corresponda al servicio requerido.

La reconstrucción y mantenimiento de bienes muebles; maquila; seguros; transportación de bienes muebles o personas y contratación de servicios de limpieza y vigilancia.

La contratación de arrendamiento financiero de bienes muebles; la prestación de servicios profesionales; la contratación de consultorías, asesorías, estudios e investigaciones, excepto la contratación de servicios personales bajo el régimen de honorarios.

En general, los servicios de cualquier naturaleza cuya prestación genere una obligación de pago para las dependencias y entidades, cuyo procedimiento de contratación no se encuentre regulado en forma específica por otras disposiciones legales.

Además, las normas transcritas establecen que la aplicación de la Ley de la materia será sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados; que en los procedimientos de contratación de carácter internacional, las dependencias optarán, en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos humanos del país y por la adquisición y arrendamiento de bienes producidos en el país y que cuenten con por lo menos con un cincuenta por ciento de contenido nacional, los que, además, deberán contener, en la comparación económica de las propuestas, con un margen hasta del diez por ciento de preferencia en el precio respecto de los bienes de importación, conforme a las reglas que establezca la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, hoy Secretaria de Economía; que en la planeación de las adquisiciones, arrendamientos y servicios, las dependencias y entidades deberán ajustarse a los objetivos y prioridades del Plan Nacional de Desarrollo y de los programas sectoriales, institucionales, regionales y especiales que correspondan, así como a las previsiones contenidas en sus programas anuales y a los objetivos, metas y previsiones de recursos establecidos en los presupuestos de egresos de la Federación o de las entidades respectivas; que las adquisiciones, arrendamientos y servicios se adjudicarán, por regla general, a través de licitaciones públicas, mediante convocatoria pública, para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Específicamente, los preceptos de la ley secundaria establecen que las licitaciones públicas podrán ser nacionales o internacionales; que  las primeras son aquellas en las que sólo pueden participar personas de nacionalidad mexicana y los bienes a adquirir sean producidos en el país y cuenten por lo menos con el cincuenta por ciento de contenido nacional; que en las licitaciones internacionales pueden participar tanto personas de nacionalidad mexicana como extranjera y los bienes a adquirir pueden ser de origen nacional o extranjero; que únicamente se harán licitaciones internacionales cuando resulte obligatorio conforme a lo establecido en los tratados; cuando, previa investigación de mercado, no exista oferta de proveedores nacionales respecto de bienes o servicios en cantidad y calidad requeridas, o sea conveniente en términos de precios; cuando habiéndose realizado una licitación nacional, no se presente alguna propuesta o ninguna cumpla con los requisitos legales; y cuando así se estipule en las contrataciones financiadas con créditos externos otorgados al Gobierno Federal o con su aval.

Además, la norma precisa que tratándose de licitaciones internacionales, la Secretaría de Comercio y Fomento  Industrial, mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación, determinará los casos en que los participantes deban manifestar ante la convocante que los precios que presentan en su propuesta económica no se cotizan en condiciones de prácticas desleales de comercio internacional en su modalidad de discriminación de precios o subsidios.

Por último, las disposiciones referidas establecen que podrá negarse la participación a extranjeros en licitaciones internacionales, cuando con el país del cual sean nacionales no se tenga celebrado un tratado y ese país no conceda un trato recíproco a los licitantes, proveedores, bienes o servicios mexicanos.

Efectivamente, la norma suprema citada, como ya se ha destacado, consagra los principios que deben regir el manejo de los recursos públicos del Gobierno Federal y del Distrito Federal, a saber, eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados.

Asimismo, la norma suprema establece la regla general consistente en que las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que se realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas mediante convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes y, por último, establece como excepción que cuando las licitaciones no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que también aseguren las mejores condiciones para el Estado. 

Ahora bien, el legislador ordinario reglamentó los principios consagrados en el artículo 134 de la Constitución al expedir la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, estableciendo que sus disposiciones son de orden público y precisando tanto las dependencias y entidades obligadas a su cumplimiento como las operaciones y contrataciones  sujetas a sus prescripciones, así como que dichas operaciones o contrataciones deberán adjudicarse, por regla general, a través de licitaciones públicas.

Específicamente, la norma reclamada establece los tipos de licitaciones públicas que podrán efectuarse, a saber, nacionales e internacionales; las primeras cuando sólo puedan participar personas de nacionalidad mexicana y los bienes a que se refieran sean producidos en el país y cuenten por lo menos con un cincuenta por ciento de contenido nacional, mientras que en las licitaciones internacionales pueden participar tanto personas de nacionalidad mexicana como extranjera y los bienes a adquirir sean de origen nacional o extranjero.

Al otorgarse a las entidades y dependencias convocantes de una licitación pública facultades discrecionales, se les permite que en la planeación de las adquisiciones, arrendamientos y servicios atiendan a los objetivos y prioridades del Plan Nacional de Desarrollo y de los programas sectoriales, institucionales, regionales y especiales que correspondan, a las previsiones contenidas en sus programas anuales, así como a los objetivos, metas y previsiones de recursos establecidos en los presupuestos de egresos correspondientes, como lo exige el artículo 14 de la propia Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, en respeto a la determinación consistente en la administración de los recursos con eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a que están destinados, contenida en el primer párrafo del artículo 134 constitucional, por un lado, y por el otro asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad,  financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes,  en la medida que las dependencias y entidades estarán en posibilidad de ponderar en cada caso la conveniencia de permitir o de negar  la participación de extranjeros respecto de los que no exista obligación derivada de tratados internacionales o trato de reciprocidad internacional, cuando así convenga al interés y beneficio de la colectividad y al desarrollo de la economía nacional,  pues corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional, así como la planeación, conducción, coordinación y orientación de la economía nacional, conforme a lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Constitución, en los siguientes términos: 

 “ARTÍCULO 25.- Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la soberanía de la  Nación y su régimen democrático y que, mediante el fomento del crecimiento  económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, y llevará al cabo la regulación y fomento de las actividades que demande el interés general en el marco de libertades que otorga esta Constitución.

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación.

El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las áreas estratégicas que se señalan en el artículo 28, párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control sobre los organismos que en su caso se establezcan.

Asimismo podrá participar por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con la ley, para impulsar y organizar las áreas prioritarias del desarrollo.

Bajo criterios de equidad social y productividad se apoyará e impulsará a las empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente.

La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad económica del sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios.

La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, en los términos que establece esta Constitución”.
“ARTÍCULO 26.- El Estado organizará un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la Nación.

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constitución determinarán los objetivos de la planeación. La planeación será democrática. Mediante la participación de los diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y demandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los programas de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los programas de la Administración Pública Federal.

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los procedimientos de participación y consulta popular en el sistema nacional de planeación democrática, y los criterios para la formulación, instrumentación, control y evaluación del plan y los programas de desarrollo. Asimismo determinará los órganos  responsables del proceso de planeación y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine mediante convenios con los gobiernos de las entidades federativas e induzca y concierte con los particulares las acciones a realizar para su elaboración y ejecución.

En el sistema de planeación democrática, el Congreso de la Unión tendrá la intervención que señale la ley”.
Por otro lado, la norma reclamada tampoco viola la garantía de libertad de profesión, industria, comercio o trabajo consagrada en el artículo 5° constitucional, pues como con anterioridad se razonó, esta libertad no se prevé de manera irrestricta e ilimitada, sino que se requiere que se trate de una actividad lícita y que no se afecten derechos de tercero ni los derechos de la sociedad en general, lo que se comprende en tanto que existe un valor que pondera y asegura el derecho positivo mexicano, que se traduce en la convivencia y bienestar social en todos sus aspectos, lo que exige que se proteja el interés de la sociedad por encima del interés particular, de suerte tal que cuando este último puede lesionar el del primero afectando dichos valores, en aras de ese interés mayor se limita o condiciona el individual cuando con éste puede afectar a aquél en una proporción mayor del beneficio que en lo particular obtendría un solo individuo. 

Ahora bien, al disponer la norma combatida que en las licitaciones públicas internacionales podrá negarse la participación a los extranjeros cuando con el país de que sean nacionales no se tenga celebrado tratado y ese país no conceda un trato recíproco a los licitantes, proveedores, bienes o servicios mexicanos, no se viola la garantía consagrada por el artículo 5° constitucional, en la medida que no se impide de manera absoluta el ejercicio de alguna profesión, industria, comercio o trabajo, sino que únicamente se autoriza a las dependencias y entidades convocantes de una licitación pública para negar la participación de los extranjeros en los supuestos referidos, lo que se justifica plenamente pues frente al interés meramente individual se encuentra el interés público que exige que el Estado busque las condiciones que más favorezcan al desarrollo económico de la   nación.

Por consiguiente, el artículo 25 de la decisión número 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y cuestiones relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte y la Comunidad Europea, por otra, relativa al Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, en específico lo referente al Anexo XI, Notas Generales, Sección Primera, Disposiciones Transitorias en concreto la marcada con el número 6, relativa a que no se aplicará dicho titulo hasta el primero de enero del octavo año a partir de la entrada en vigor, a las compras de medicamentos efectuadas por la Secretaría de Salud, el Instituto Mexicanos del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina que no estén actualmente patentados en México o cuyas patentes mexicanas hayan expirado. Nada en este párrafo menoscabará la protección de los derechos de propiedad intelectual, así como el ACUERDO INTERINO SOBRE COMERCIO Y CUESTIONES RELACIONADAS CON EL COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, POR UNA PARTE, Y LA COMUNIDAD EUROPEA, no resultan violatorios de los artículos 5° y 134 Constitucional.
Como ha quedado precisado, el artículo 25 de la Decisión No. 2/2000 y el Acuerdo de Asociación antes referidos, al establecer una reserva o condición a los productos de la Comunidad Europea para participar en las licitaciones del IMSS, de que tengan patente vigente en México, proviene de un pacto celebrado entre dicha Comunidad y nuestro país, del que deriva que las relaciones comerciales entre sujetos de ambas partes contratantes, se rigen por lo dispuesto por éstas.

Ahora bien, es de tener en cuenta que en la celebración de tratados y pactos internacionales, entre los que se encuentran los comerciales, uno de los principios que rigen  es el de reciprocidad, ya que las partes contratantes se hacen mutuas concesiones con objeto de verse beneficiadas, así mismo, pueden realizar reservas propias de su naturaleza de entidad soberana, que son algunas condiciones establecidas por conveniencia de cada parte, como puede ser el proteger su industria.

Lo anterior, lleva a la conclusión que no se puede comparar el trato dado a productos provenientes de un país con quien se tiene celebrado un determinado tratado internacional, con los provenientes de otro país con quien o no se tiene celebrado tratado o existiendo pacto tiene otras condiciones.

También no debe perderse de vista que la Comunidad Europea al negociar el tratado con México, conoció la reserva y estuvo de acuerdo con ella en tanto celebró dicho pacto internacional.

Por tanto, como se ha precisado no se prohíbe a la quejosa a dedicarse a la actividad que desarrolla ni se le impide la comercialización de tales productos con las dependencias oficiales de salud, sino que legalmente (en el tratado) se le impone un requisito que es contar con la patente mexicana, vigente, lo cual es permitido por el artículo 5°  constitucional.

Ahora bien, aun cuando el artículo 134 constitucional no establezca la limitante que nos ocupa para participar en licitaciones públicas, lo cierto es que la misma validamente puede establecerse en la ley.

Asi las cosas, no se puede estimar que se viola la garantía de equidad por no dar trato igual a productos farmacéuticos provenientes de la Comunidad Europea y los de un país no perteneciente a ésta, ya que no se encuentran en igualdad de condiciones, porque aquéllos se rigen por un específico tratado comercial, que tal vez no exista en el caso de los productos provenientes de otro país o que si existe probablemente tengan otras condiciones.

En efecto, como se precisó en párrafos precedentes, los dispositivos constitucionales garantizan la libertad de comercio o trabajo, así como lo relativo a las adquisiciones, arrendamientos y enajenación de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que realicen, respectivamente, ello a través de licitaciones públicas previa convocatoria, lo cual no es controvertido por el acuerdo y anexo anteriormente citados, toda vez que en ellos se establecen únicamente disposiciones de carácter general que deberán cumplir los países firmantes del respectivo acuerdo, atendiendo, en todo momento la legislación interna en cuanto  al cumplimiento de los requisitos que para accesar a cualquier licitación que  establece la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados que sobre el particular firme el Gobierno Federal.
Por tanto, al permitirse a la quejosa participar en la licitación pública internacional de conformidad con la convocatoria previamente aprobada en términos de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, se atienden en todo momento las garantías previstas en los preceptos constitucionales antes mencionados y si bien el resultado de tal licitación no fue acorde a los intereses de dicha quejosa, ello no deriva que el artículo 25 de la decisión número 2/2002, en específico el Acuerdo XI, Disposición 6 Transitoria, así como el Acuerdo Interino sobre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, contravengan norma constitucional alguna, en razón de que en las mismas se establece reglas generales relativas a requisitos, condiciones y temporalidad en su aplicación, entre otras, lo cual no se puede estimar violatorio de la Carga Magna.

Toda vez que de la lectura de los agravios formulados por FRANCISCO JAVIER BERMUDEZ ALMADA, en su carácter de Titular de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en Baja California Sur y JERÓNIMO AHUMADA NAVARRO, en su carácter de Jefe de la Oficina de Adquisiciones de la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social, en Baja California Sur, con relación al planteamiento de inconstitucionalidad que subsiste, no se desprende que esgriman agravios diversos a los ya analizados anteriormente, estos se contestan en los mismo términos antes señalados.
SÉPTIMO.- Los agravios identificados con los incisos c), d) y f), devienen inoperantes, toda vez que no combaten las consideraciones torales de la sentencia pronunciada por el juez de Distrito, al ser simples afirmaciones que no conllevan argumento alguno al ser ajenas al tema de Constitucionalidad planteado.
Sirven de fundamento a lo anterior las jurisprudencias que a continuación se transcriben:

Novena Época

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: VIII, Agosto de 1998

Tesis: 2a./J. 53/98        

Página:   326

"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS "DE LEGALIDAD SON INOPERANTES.  Conforme a "los artículos 107, fracción IX, constitucional y 83, "fracción V, de la Ley de Amparo, que regulan el "recurso de revisión en amparo directo, la Suprema "Corte de Justicia de la Nación en esta instancia "deberá examinar las cuestiones propiamente "constitucionales; por consiguiente, si en el "recurso se plantean, al lado de agravios sobre "constitucionalidad de normas generales o de "interpretación directa de un precepto de la "Constitución, argumentos de mera legalidad, "éstos deben desestimarse por inoperantes”.
Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: II, Diciembre de 1995

Tesis: P./J. 46/95

Página:   174

"REVISION EN AMPARO DIRECTO, RECURSO DE. "SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS AJENOS A "LA CUESTION CONSTITUCIONAL PLANTEADA.  "De conformidad con el artículo 83, fracción V, "segundo párrafo, de la Ley de Amparo, la materia "del recurso de revisión contra resoluciones que "pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, "en materia de amparo directo, se limitará, "exclusivamente, a la decisión de las cuestiones "propiamente constitucionales, sin poder "comprender otras. En consecuencia, todo agravio "ajeno a las cuestiones constitucionales "examinadas en la resolución recurrida resulta "inoperante”.

En virtud de lo anterior, se declaran fundados los agravios aducidos por las autoridades recurrentes y resulta procedente en la materia de la revisión, revocar la sentencia recurrida.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- En la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO.- La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, respecto a las autoridades responsables, por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución vuelvan los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Sergio A. Valls Hernández (Ponente), Juan N. Silva Meza, y la Ministra Presidenta Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en contra de los votos emitidos por los señores Ministros: José de Jesús Gudiño Pelayo y José Ramón Cossío Díaz, manifestó el señor Ministro Gudiño Pelayo, que formulará voto particular.
Firman la Ministra Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe. 
 LA MINISTRA  PRESIDENTA
 DE LA PRIMERA SALA: 
 OLGA SÁNCHEZ CORDERO
 DE GARCÍA VILLEGAS.  
MINISTRO PONENTE:
SERGIO A. VALLS HERNÁNDEZ.
EL SECRETARIO DE ACUERDOS
DE LA PRIMERA SALA: 
MANUEL DE JESÚS SANTIZO RINCÓN. 
“En términos de lo determinado por el Pleno de la Suprema Corte en su sesión del veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JOSÉ DE JESÚS GUDIÑO PELAYO EN EL AMPARO EN REVISIÓN 1725/2004, PROMOVIDO POR*********-
Disiento del sentido adoptado en la presente sentencia por la mayoría de mis colegas ministros, por las razones mencionadas a continuación.

Como se menciona en la misma, en el asunto se analiza la constitucionalidad del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación entre los Estados Unidos Mexicanos, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra (específicamente, el Anexo XI, Parte A, Sección 1 Disposiciones Transitorias, Punto Seis, Título ‘Productos Farmacéuticos’).

En dicho asunto, el Juez de Distrito consideró que dicha norma resultaba inconstitucional en esencia debido a:

“…no permitir participar en las licitaciones públicas de la Secretaría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina, a las personas que oferten productos farmacéuticos originarios de la Comunidad Europea, que no se encuentren actualmente patentados en México o dicha patente haya expirado, con lo cual se crea un favoritismo a favor de las personas que oferten productos farmacéuticos que no sean originarios de la Comunidad Europea, o bien que teniendo este origen, se encuentren actualmente patentados en México y dicha patente no haya expirado, con lo que se viola lo dispuesto por el artículo 134 de la Constitución General de la República, ya que tal limitante no la contempla el artículo en comento, sino por el contrario autoriza a que libremente se presenten las proposiciones solventes por parte de cualquier persona o empresa…”.

Por su parte, la autoridad responsable, a manera de agravios, manifestó medularmente que (1) la norma reclamada no es inconstitucional en virtud de que tiene como finalidad implementar obligaciones derivadas de un tratado internacional; y (2) que la disposición impugnada fue emitida en estricto respeto con los lineamientos que el artículo 134 establece respecto a las licitaciones públicas, puesto que, contrariamente a lo determinado por el a quo, no establece una ventaja exclusiva e indebida en favor de una persona o determinadas personas para participar en licitaciones públicas que puedan suministrar los bienes requeridos por el Estado.

Ahora bien, como mencioné, no comparto la conclusión de la sentencia mayoritaria, pues me parece que los agravios aducidos por la autoridad recurrente son inoperantes, por las razones siguientes. Como se mencionó, el Juez de Distrito en esencia consideró que la norma reclamada es inconstitucional porque, al imponer a los productos provenientes de la Comunidad Europea la condicionante para participar en licitaciones públicas, consistente en que cuenten con una patente mexicana no expirada, establece una situación de inequidad entre los productos provenientes de la Comunidad Europea y los provenientes de otros países.

En esa tesitura, el hecho de demostrar que la norma reclamada tiene como función esencial implementar obligaciones derivadas de un tratado internacional resulta completamente inconducente para hacer ver que la norma reclamada, no obstante establecer una regulación especial para los productos provenientes de la Comunidad Europea respecto de los provenientes de otros países, no resulta inequitativa.

De manera similar, la circunstancia de meramente señalar que contrariamente a lo concluido por el a quo la disposición impugnada no establece un trato preferencial en favor de persona alguna, constituye un argumento ineficaz para desvirtuar la consideración del Juez, puesto que no explica cuáles son las razones por las que considera que ello es así.

En efecto, si, de conformidad con lo determinado por el Juez de Distrito, la norma reclamada establece requisitos especiales para los productos provenientes de la Comunidad Europea, el recurrente en todo caso debió haber explicado la razón por la que, no obstante tal circunstancia, la disposición impugnada no genera una situación de inequidad.  Es decir, debió haber explicitado las razones que justifican establecer un marco normativo especial para determinados productos por razón de su origen. Por tal motivo, al no haber aducido dichas razones, su agravio resulta inoperante por genérico.

En vista de las consideraciones anteriores, no comparto la conclusión de la sentencia mayoritaria.
Atentamente

Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo

El Secretario de Acuerdos de la


Primera Sala

Lic. Manuel de Jesús Santizo Rincón.

“En términos de lo determinado por el Pleno de la Suprema Corte en su sesión del veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
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